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INTRODUCCIÓN

A. Antecedentes históricos

1. Anteriores trabajos de la Comisión sobre la cuestión
de la sucesión de los Estados

1. La cuestión de la sucesión de Estados y de gobiernos es uno de los temas
que escogió la Comisión de Derecho Internacional (CDI) en su primer período de
sesiones (1949) a los efectos de su codificación 1. De conformidad con la
recomendación formulada por la Asamblea General en su resolución 1686 (XVI), de
18 de diciembre de 1961, la Comisión, en su 14º período de sesiones (1962),
incluyó la cuestión de la sucesión de Estados y de gobiernos entre sus temas
prioritarios. Además, la Comisión decidió establecer una subcomisión para la
sucesión de Estados y de gobiernos, que estaría encargada de preparar un informe
preliminar en que se formularían sugerencias acerca del ámbito del tema, la
manera de proceder al estudio y los medios de reunir la documentación necesaria.

2. En su 15º período de sesiones (1963), la Comisión examinó el informe de la
Subcomisión y decidió que por el momento únicamente estudiaría la sucesión de
gobiernos en la medida en que fuese necesario para servir de complemento a los
trabajos sobre sucesión de Estados. La Comisión aprobó las recomendaciones de
la Subcomisión acerca del plan general, el orden de prioridad de los epígrafes y
la división detallada del tema, a saber: la sucesión en materia de tratados, la
sucesión en lo que respecta a los derechos y obligaciones derivados de las
fuentes distintas de los tratados (cuestión que en 1968 pasó a llamarse
"sucesión en lo que respecta a materias distintas de los tratados") y la
sucesión y la calidad de miembro de organizaciones internacionales.

3. La Comisión, tras haber aprobado por unanimidad el informe de la
Subcomisión, nombró al Sr. Manfred Lachs Relator Especial para el tema de la
sucesión de Estados y de gobiernos. Tras la dimisión del Sr. Lachs, la Comisión
decidió en su 19º período de sesiones (1967) dividir el tema en tres epígrafes
de conformidad con el plan general enunciado en el informe presentado por la
Subcomisión en 1963. La Comisión nombró a Sir Humphrey Waldock Relator Especial
para la sucesión en materia de tratados y al Sr. Mohammed Bedjaoui Relator
Especial para la sucesión en lo que respecta a materias distintas de los
tratados y decidió dejar de lado por el momento el tercer epígrafe del tema.

4. Tras la dimisión de Sir Humphrey Waldock, la Comisión decidió en su
25º período de sesiones (1973) designar un nuevo Relator Especial sobre la
cuestión, Sir Francis Vallat. Con arreglo a la decisión adoptada en 1963, hubo
acuerdo en dar prioridad al estudio sobre la sucesión de Estados y no ocuparse
de la sucesión de gobiernos salvo en la medida en que fuese necesario para
complementar el estudio sobre la sucesión de Estados.

1 Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuarto período de
sesiones, Suplemento No. 10 (A/925), pág. 3.
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5. El problema de la nacionalidad, comprendido en un título de carácter más
general, "La condición de los habitantes", formaba parte al principio del
segundo epígrafe del tema 2, "La sucesión en lo que respecta a materias distintas
de los tratados".

6. Este segundo epígrafe fue examinado por la Comisión entre 1968 y 1981 y se
formularon algunas observaciones preliminares respecto de la nacionalidad de los
Estados en el curso de un debate del primer informe presentado por el Relator
Especial en el 20º período de sesiones (1968). El epígrafe, habida cuenta de su
alcance y complejidad, fue circunscrito luego a los aspectos económicos de la
sucesión. La nacionalidad no estaba incluida 3.

7. La Comisión, si bien había preparado dos series de proyectos de artículos
correspondientes a los dos primeros epígrafes mencionados, de resultas de los
cuales se habían aprobado la Convención de Viena sobre la sucesión de Estados en
materia de tratados (1978) 4 y la Convención de Viena sobre la sucesión de
Estados en materia de bienes, archivos y deudas de Estado (1983) 5, dejó de lado
durante más de un decenio otros aspectos de la sucesión de los Estados.

2. Anteriores trabajos de la Comisión sobre
la cuestión de la nacionalidad

8. La cuestión de la nacionalidad tiene en los trabajos de la Comisión sus
propios antecedentes históricos, independientes de los de la cuestión de la
sucesión de Estados. El tema titulado "La nacionalidad, incluso la condición de
apátrida" había sido incluido también en 1949 entre las materias seleccionadas
para la codificación, pero sin el carácter de tema prioritario.

9. En el cuarto período de sesiones (1952), de conformidad con la
resolución 304 D (XI) del Consejo Económico y Social, de 17 de julio de 1950,
el Sr. Manley O. Hudson, que había sido nombrado en 1951 Relator Especial para
la cuestión de la nacionalidad, incluso la condición de apátrida, presentó a la
Comisión un proyecto de convención sobre la nacionalidad de las personas
casadas. El proyecto seguía muy de cerca los principios propuestos por la
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer y aprobados por el

2 Véase el primer informe sobre la sucesión de Estados a lo que respecta
a los derechos y obligaciones derivados de fuentes distintas de los tratados,
preparado por el Sr. Mohammed Bedjaoui, Relator Especial (Anuario de la Comisión
de Derecho Internacional, 1968 , vol. II, documento A/CN.4/204, párrs. 133
a 137).

3 Véase el informe de la Comisión de Derecho Internacional, sobre la
labor realizada en su 20º período de sesiones, ibíd.; documento A/7209/Rev.1,
párrs. 73 y 78, pág. 215.

4 Naciones Unidas, Anuario Jurídico , 1978.

5 Naciones Unidas, Anuario Jurídico , 1983.
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Consejo Económico y Social. Sin embargo, la Comisión decidió que la cuestión de
la nacionalidad de la mujer casada sólo podía examinarse como parte del tema de
la nacionalidad en su totalidad 6.

10. En cuanto a la cuestión de la eliminación de la apatridia, la Comisión, de
conformidad con la resolución 319 B III (XI) del Consejo Económico y Social, de
11 de agosto de 1950, examinó en su cuarto período de sesiones (1952) un
documento de trabajo sobre el particular que había presentado el Relator
Especial y pidió a éste que preparase un proyecto de convención sobre la
eliminación de la apatridia en el porvenir y uno o más proyectos de convención
sobre la reducción de los casos de apatridia en el porvenir. En su quinto
período de sesiones (1953), la Comisión, sobre la base de un informe en que
figuraban proyectos de artículos preparados por el Sr. Roberto Córdova, el nuevo
Relator Especial designado en 1952 en sustitución del Sr. Manley O. Hudson,
aprobó dos anteproyectos de convención, uno de los cuales se refería a la
eliminación de la apatridia en el porvenir y, el otro, a la reducción de los
casos de apatridia en el provenir, los que fueron posteriormente remitidos a los
gobiernos para que transmitiesen sus observaciones.

11. La Conferencia de las Naciones Unidas para la supresión o reducción de los
casos de apatridia en el porvenir celebró su primer período de sesiones en
Ginebra (1959) y el segundo en Nueva York (1961) y, sobre la base del segundo
anteproyecto de la Comisión antes mencionado, aprobó la Convención para reducir
los casos de apatridia, que entró en vigor el 13 de diciembre de 1971 7.

12. En lo tocante a los casos de apatridia en la actualidad, la Comisión,
formuló en 1954, sus propuestas en siete artículos acompañados de comentarios y
lo presentó a la Asamblea General en el marco de su informe definitivo sobre la
cuestión de la nacionalidad, incluso la apatridia 8. Al mismo tiempo, decidió
"aplazar todo nuevo estudio de la nacionalización múltiple y de otras cuestiones
referentes a la nacionalidad" 9.

6 La cuestión de la nacionalidad de la mujer casada se ha examinado de
todas maneras en otros órganos de las Naciones Unidas. La Tercera Comisión dio
forma definitiva a las cláusulas de un proyecto de convención preparado por la
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer y la Asamblea General, en
su resolución 1040 (XI), de 29 de enero de 1957, aprobó la Convención, que entró
en vigor el 11 de agosto de 1958 (Naciones Unidas, Recueil des Traités ,
vol. 309, pág. 65).

7 Naciones Unidas, Recueil des Traités , vol. 989, pág. 179.

8 Documentos Oficiales de la Asamblea General, noveno período de
sesiones, Suplemento No. 9 (A/2693), párr. 37.

9 Ibíd., párr. 39.
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3. Inclusión en el programa de la Comisión del tema titulado
"La sucesión de Estados y sus efectos sobre la nacionalidad
de las personas naturales y jurídicas "

13. La Comisión, en su 45º período de sesiones (1993), decidió incluir en su
programa como uno de dos temas nuevos la cuestión de la sucesión de Estados y
sus efectos sobre la nacionalidad de las personas naturales y jurídicas 10.
La Asamblea General, habida cuenta de la situación imperante en Europa oriental,
hizo suya esta propuesta en su resolución 48/31, de 9 de diciembre de 1993.

14. En su 46º período de sesiones (1994), la Comisión designó al actual Relator
Especial para el tema 11. La Asamblea General, en su resolución 49/51, de 9 de
diciembre de 1994, hizo suya la decisión de la Comisión de comenzar los trabajos
relativos al tema y, al mismo tiempo, pidió al Secretario General que invitase a
los gobiernos a que, a más tardar el 1º de marzo de 1995, presentasen material
pertinente, en particular, legislación nacional, decisiones de tribunales
nacionales y correspondencia diplomática y oficial que guardase relación con
el tema.

B. Delimitación del tema

15. La cuestión de la nacionalidad, tal como la había enfocado el Relator
Especial sobre la sucesión de Estados en lo que respecta a materias distintas de
los tratados en su primer informe 12, constituía parte del problema más general
de la condición de los habitantes que, además de la cuestión de la nacionalidad
de las personas naturales, debía comprender también la de las convenciones de
establecimiento. La tarea que emprende hoy la Comisión es distinta de la
definida en 1968 en dos aspectos; en primer lugar, no se refiere al problema de
las convenciones de establecimiento (ahora anacrónico) y, en segundo lugar,
comprende el problema de la nacionalidad de las personas jurídicas, que no se
habían mencionado expresamente en 1968.

16. A los efectos de definir en cuanto al fondo la relación entre el tema que
se examina y los dos temas estudiados anteriormente por la Comisión, la sucesión
de Estados por una parte y la nacionalidad, incluso la apatridia, por la otra,
es útil recordar que, en su primer informe, el Relator Especial, Sr. Bedjaoui,
afirmaba que, "en principio, en todos los casos de sucesión, clásicos o
modernos, no existe sucesión o continuidad en la esfera de la nacionalidad.
El Estado sucesor no consiente en que los habitantes del territorio conserven su
nacionalidad precedente. Es esta una manifestación de su soberanía" 13.
A diferencia de los tratados o las deudas internacionales, respecto de los
cuales un Estado se sustituye a otro en una relación jurídica internacional que

10 Ibíd., cuadragésimo octavo período de sesiones, Suplemento No. 10
(A/48/10), párr. 440.

11 Ibíd., cuadragésimo noveno período de sesiones, Suplemento No. 10
(A/49/10), párr. 383.

12 Anuario, 1968 , vol. II, documento A/CN.4/204.

13 Ibíd., pág. 116, párr. 133.
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puede transferirse, el vínculo entre Estado e individuo envuelto en el concepto
de nacionalidad excluye a priori toda idea de "sustitución" o "devolución".
La nacionalidad, como la soberanía, es siempre de carácter original.
La nacionalidad, por su propia naturaleza, no es una "cuestión de sucesión",
como lo son por ejemplo los tratados, los bienes y las deudas de Estado, etc.

17. Los problemas que ha de estudiar la Comisión en el marco de este tema son
indudablemente parte de la rama del derecho internacional relativa a la
nacionalidad. Por su naturaleza, se asemejan mucho a los que la Comisión ya ha
examinado en relación con el tema "La nacionalidad, incluso la apatridia".
Sin embargo, se distingue de éste en tres aspectos; por una parte, el enfoque de
la Comisión es más amplio que antes y no se limita ya al problema de la
apatridia (por más que éste reviste importancia primordial), sino que abarca el
conjunto de los problemas que se plantean en relación con el cambio de
nacionalidad. Por otra parte, el ámbito del estudio se limita a los cambios de
nacionalidad acaecidos como consecuencia de una sucesión de Estados.
Los cambios de nacionalidad deben examinarse exclusivamente en relación con los
cambios de soberanía y se trata del fenómeno que suele denominarse
"naturalizaciones colectivas" 14.

18. La Comisión, gracias a los progresos realizados en el marco de sus trabajos
anteriores en lo tocante al desarrollo progresivo y la codificación del derecho
internacional en materia de nacionalidad y de sucesión de Estados, puede
comenzar el examen de este tema con un conocimiento más profundo de las
relaciones que existen entre las cuestiones de nacionalidad y las de sucesión de
Estados.

19. Este tema se refiere también a otro problema, el de la continuidad de la
nacionalidad, que se plantea tanto en el marco de este tema como en el de la
protección diplomática y figura en la lista de 1949, si bien nunca se ha
examinado. Incumbe a la Comisión determinar si el problema debe examinarse en
el marco del tema que nos ocupa y en la afirmativa, en qué medida.

C. Método de trabajo

20. El examen del tema titulado "La sucesión de Estado y sus efectos sobre la
nacionalidad de las personas naturales y jurídicas", tal como ha sido
determinado en la resolución 49/51 de la Asamblea General, queda comprendido en
la categoría de trabajos especiales. En más de una ocasión la Asamblea General
ha pedido a la Comisión que examinara ciertos textos o presentara informes sobre
determinados problemas jurídicos sin que se previera la elaboración de una
convención sobre el particular y sin que se hubiese determinado la forma

14 Véase, por ejemplo, el "Código de Derecho Internacional Privado"
(Código de Bustamante), Sociedad de las Naciones, Treaty Series , vol. LXXXVI,
No. 1950, artículo 13.
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definitiva que se daría al resultado de los trabajos 15. En esos casos, la
Comisión siempre ha decidido que estaba en libertad de adoptar métodos
especiales para realizar tales trabajos en lugar de seguir los previstos en su
estatuto para los trabajos ordinarios de desarrollo progresivo y codificación.

21. A juicio del Relator Especial, en el tema que nos ocupa la Comisión debería
aplicar actuar con la misma flexibilidad en cuanto a su método de trabajo.

D. Forma que cabría dar a los resultados de los
trabajos sobre el tema

22. En el 45º período de sesiones, al incluir en el programa de trabajo el tema
titulado "La sucesión de Estados y sus efectos en la nacionalidad sobre las
personas naturales y jurídicas", la Comisión expresó la opinión de que el
resultado de sus trabajos sobre el tema podría ser, por ejemplo, un estudio o un
proyecto de declaración que se sometería a la aprobación de la Asamblea General"
y decidió pronunciarse ulteriormente sobre la forma definitiva que se daría al
resultado de los trabajos 16.

15 Así, previa solicitud expresa de la Asamblea General, la Comisión ha
estudiado los temas siguientes: proyecto de declaración de derechos y deberes
de los Estados (1949), formulación de los principios de Nuremberg (1950),
cuestión de una jurisdicción penal internacional (1950), cuestión de la
definición de la agresión (1951), reservas a las convenciones multilaterales
(1951), proyecto de código de delitos contra la paz y la seguridad de la
humanidad (1951 y 1954), cuestión de una mayor participación en tratados
multilaterales generales concertados bajo los auspicios de la Sociedad de las
Naciones (1962), cuestión de la protección e inviolabilidad de los agentes
diplomáticos y de otras personas con derecho a protección especial de
conformidad con el derecho internacional (1972) y nuevo examen del proceso de
preparación de tratados multilaterales (1979).

16 Véase Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo octavo
período de sesiones, Suplemento No. 10 (A/48/10), párr. 439. La Comisión tuvo
así en cuenta algunas dudas en cuanto a la forma que había de darse al resultado
de los trabajos y que se expresaban en la nota preliminar sobre el tema
presentada en el 45º período de sesiones en el sentido de que "la elaboración de
un proyecto de convención ... podría correr el riesgo de tenerse que enfrentar
al mismo tipo de problema que la Comisión tuvo que afrontar durante su labor
sobre los temas anteriores en materia de sucesión de Estados (longitud de la
labor de codificación, problema de aplicación de la Convención a los nuevos
Estados que no son partes en ella, etc.)" (A/CN/4/454, págs. 33 y 34).
Sin embargo, esta opinión no fue compartida por la Comisión en pleno.
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23. La Asamblea General hizo suya la decisión de la Comisión de incluir en su
programa los nuevos temas, en la inteligencia de que la forma definitiva que se
daría a la labor sobre esos temas se decidiría después de que se presentase a
ella un estudio preliminar 17.

24. La historia de la Comisión nos demuestra que los trabajos que ha realizado
a título especial han culminado a veces en un simple inform e y a veces en un
proyecto de artículos acompañado de comentarios, como en el caso, por ejemplo,
del proyecto de declaración de derechos y deberes de los Estados, de la
formulación de los principios de Nuremberg, del proyecto de código de delitos
contra la paz y la seguridad de la humanidad y del proyecto de artículos sobre
la cuestión de la protección e inviolabilidad de los agentes diplomáticos y de
otras personas con derecho a protección especial de conformidad con el derecho
internacional. En el último de estos casos, el proyecto sirvió de base para la
elaboración de una convención 18.

25. Como primer paso, la labor de la Comisión sobre el tema consistirá en un
estudio que será presentado a la Asamblea General en la forma de un informe. A
juicio del Relator Especial, únicamente después de proceder a un estudio a fondo
del tema podrá la Comisión ocuparse realmente de la forma que dará al resultado
final de los trabajos.

E. Terminología empleada

26. La Comisión en su labor de codificación y desarrollo progresivo del derecho
relativo a la sucesión de Estados en materia de tratados y en lo que respecta a
materias distintas de los tratados, ha tenido presente en todo momento la
conveniencia de utilizar en la mayor medida posible definiciones comunes y
principios básicos comunes, sin por ello desconocer ni descuidar las
características propias de cada tema. Por lo tanto, el Relator Especial cree
que, a los efectos de velar por la uniformidad en la terminología, la Comisión
debería atenerse a las definiciones que ya ha formulado en el marco de las

17 Véanse el párrafo 7 de la resolución 48/31 y el párrafo 6 de la
resolución 49/51 cuyo texto es el siguiente: La Asamblea General ... Hace suya
la decisión de la Comisión de Derecho Internacional de incluir en su programa
los temas "La ley y la práctica en materia de reservas a los tratados" y
"La sucesión de Estados y sus efectos sobre la nacionalidad de las personas
naturales y jurídicas", en la inteligencia de que la forma definitiva que se
dará a la labor sobre esos temas se decidirá después de que se haya presentado
un estudio preliminar a la Asamblea General y, en relación con el último tema,
pide al Secretario General que invite a los gobiernos a que, a más tardar el
1º de marzo de 1995, presenten material pertinente, en particular legislación
nacional, decisiones de tribunales nacionales y correspondencia diplomática y
oficial que guarden relación con el tema".

18 Convención sobre la prevención y castigo de delitos contra las
personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, de
14 de diciembre de 1973 (resolución 31/66 (XXVIII) de la Asamblea General,
anexo; Naciones Unidas, Recueil des Traités , vol. 1035, pág. 167).

/...



A/CN.4/467
Español
Página 10

dos convenciones sobre la sucesión de Estados, especialmente en lo que atañe a
los conceptos básicos, definidos en el artículo 2 de las dos convenciones en los
términos siguientes:

- Se entiende por "sucesión de Estados" la sustitución de un Estado por
otro en la responsabilidad de las relaciones internacionales de un
territorio;

- Se entiende por "Estado predecesor" el Estado que ha sido sustituido por
otro a raíz de una sucesión de Estados;

- Se entiende por "Estado sucesor" el Estado que ha sustituido a otro a
raíz de una sucesión de Estados;

- Se entiende por "fecha de la sucesión de Estados" la fecha en la que el
Estado sucesor ha sustituido al predecesor en la responsabilidad de las
relaciones internacionales del territorio al que se refiere la sucesión;

- Se entiende por "Estado de reciente independencia" un Estado sucesor
cuyo territorio, inmediatamente antes de la fecha de la sucesión de
Estados, era un territorio dependiente y de cuyas relaciones
internacionales era responsable el Estado predecesor;

- Se entiende por "tercer Estado" todo Estado distinto del predecesor o
del sucesor.

27. Como ha explicado la Comisión en su comentario relativo a las disposiciones
que anteceden, "la expresión ’sucesión de Estados’ se emplea para referirse
exclusivamente al hecho de la sustitución de un Estado por otro en la
responsabilidad de las relaciones internacionales de un territorio,
prescindiendo de toda connotación de sucesión en los derechos y obligaciones al
ocurrir tal acontecimiento" 19. La Comisión consideró en ese momento que la
expresión "en la responsabilidad de las relaciones internacionales de un
territorio" era preferible a otras expresiones como "en la soberanía respecto
del territorio" o "en la competencia para concertar tratados respecto del
territorio", ya que era la fórmula corrientemente utilizada en la práctica de
los Estados y resultaba la más adecuada para abarcar en términos neutrales
cualquier caso concreto, independientemente de la condición particular del
territorio de que se tratase. La palabra "responsabilidad", según la Comisión,
debía leerse en conjunción con las palabras "de las relaciones internacionales
de un territorio" y no entraña noción alguna de "responsabilidad del Estado",
materia que la Comisión está estudiando actualmente 20.

28. El sentido que se atribuye a las expresiones "Estado predecesor", "Estado
sucesor" y "fecha de la asociación de Estados" dimana simplemente del que se da
al término "sucesión de Estados " y a juicio de la Comisión no parecía precisar
un comentario. En cuanto a la expresión "Estado de reciente independencia",

19 Documentos Oficiales de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la
sucesión de Estados en materia de tratados , Viena, 4 de abri l a 6 de mayo
de 1977, vol. III (A/CONF.80/4), pág. 7.

20 Ibíd., págs . 7 y 8.
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la Comisión creyó que era conveniente destacar que denotaba "un Estado que nace
de una sucesión de Estados en un territorio que, inmediatamente antes de la
fecha de la sucesión de Estados, era un territorio dependiente de cuyas
relaciones internacionales era responsable el Estado predecesor 21, y no había
distinción alguna entre las distintas formas de alcanzar la independencia. Esta
definición excluye los casos de los nuevos Estados que surgen como resultado de
una separación de una parte de un Estado existente o de una unificación de dos o
más Estados existentes 22.

I. ACTUALIDAD DEL TEMA

29. Como ha reconocido un eminente autor "El efecto de un cambio de soberanía
sobre la nacionalidad de los habitantes del [territorio del que se trata] es uno
de los problemas más difíciles que se plantean en el derecho de la sucesión de
Estados" 23. Sin embargo, ya en 1956 el mismo autor había recalcado que "una
codificación o la promulgación de legislación internacional tal vez fueran más
apremiantes en este tema que en cualquiera de los otros temas del derecho de la
sucesión de Estados. No puede ser que, como consecuencia de un cambio de
soberanía, una persona quede apátrida contra su voluntad. Tampoco puede ser que
una persona que tenga únicamente una relación accidental con el territorio
absorbido reciba una nacionalidad que no quiere" 24.

30. El cambio de nacionalidad como consecuencia de una sucesión de Estado
reviste gran importancia porque tiene lugar en un ámbito colectivo y entraña
numerosas consecuencias graves para aquellos a quienes afecta. La nacionalidad
es un requisito previo para el ejercicio de diversos derechos políticos y
civiles. Sin embargo, tiene también importantes consecuencias con respecto al
ejercicio de los poderes soberanos de los dos Estados, el sucesor y el
predecesor. Así, el empleo de funcionarios extranjeros o el control extranjero
sobre recursos naturales o bienes públicos después de la fecha de sucesión de
Estados puede constituir un verdadero problema 25. Además, la pérdida de la
nacionalidad del Estado predecesor y las dificultades que entraña la adquisición
de la del Estado sucesor pueden dar lugar a muchas tragedias humanas.

31. Sin embargo, como es primordialmente una cuestión de derecho interno, nunca
se ha tratado realmente de establecer un instrumento universal que sirva de
solución uniforme al problema. Tampoco ha tenido la Comisión excesivo interés
en ocuparse del problema de la nacionalidad en relación con el de la sucesión de

21 Ibíd., pág. 8.

22 Ibíd.

23 D. P. O’Connell, The Law of State Succession (Cambridge University
Press, 1956), pág. 245.

24 Ibíd., pág. 258.

25 Ruth Donner, The regulation of nationality in international law ,
segunda edición (Irvington-on-Hudson, Transnational Publishers, 1994),
págs. 250 a 252.
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Estados, que ha examinado durante casi 20 años 26. La nacionalidad se ha
constituido de nuevo en un problema de especial interés para la comunidad
internacional habida cuenta de la aparición de nuevos Estados y, en particular,
de la disolución de Estados de Europa oriental. La forma en que se están
resolviendo los problemas relativos a la nacionalidad en este contexto de la
asociación de Estados suscita preocupación en la comunidad internacional y estos
problemas han atraído además la atención de diversas organizaciones
gubernamentales y no gubernamentales, instituciones académicas y foros
internacionales, entre los cuales cabe mencionar el Alto Comisionado para las
Minorías Nacionales de la Conferencia (actualmente Organización) sobre la
Seguridad y la Cooperación en Europa 27, la Comisión de Arbitraje de la
Conferencia europea para la paz en Yugoslavia 28, la Oficina del Alto Comisionado
para los Refugiados (ACNUR) 29, el Consejo de Europa y su Comisión para la
Democracia por conducto de la paz 30.

26 Véase el debate de 1963, en el curso del cual el Sr. Rosenne había
propuesto excluir del tema "ciertas cuestiones que incumben al derecho interno"
y el Sr. Castrén había manifestado que "no se pueden excluir cuestiones tales
como la nacionalidad". Sin embargo, el Sr. Castrén reconocía que tal vez
hubiese ido demasiado lejos en el documento de trabajo que había preparado en su
calidad de miembro de la Subcomisión al proponer el estudio de todas las
cuestiones relativas a la situación jurídica de la población local que pasaba a
estar sometida a la jurisdicción territorial y personal del nuevo Estado,
Anuario ... 1963 , vol. II, pág. 277).

27 Véanse las recomendaciones formuladas por el Alto Comisionado de la
CSCE para las Minorías Nacionales tras visitar Estonia, Letonia y Lituania, CSCE
Communication No. 124, de abril 23 de 1993, en: Nationalité, minorités et
succession d’Etats, Documents 3, Additif, (Centre de Droit international ),
Universidad París X-Nanterre, mesa redonda, diciembre de 1993.

28 Véase la Opinión No. 2, 11 de enero de 1992, International Legal
Materials , vol. 31 (1992), pág. 1497. Véanse observaciones acerca de la Opinión
No. 2 en Alain Pellet, "Note sur la Commission d’arbitrage de la Conférence
européenne pour la paix en Yougoslavie", Annuaire français de droit
international , vol. XXXVII (1991), págs. 339 a 341.

29 La Oficina del Alto Comisionado para los Refugiados se ocupa más en
particular de la cuestión de la apatridia en el contexto de la sucesión de
Estados. Su contribución reviste dos formas: la organización de seminarios y
coloquios (véase el párrafo 32) y la prestación de asistencia técnica para la
redacción de leyes relativas a la nacionalidad con miras a evitar los casos de
apatridia.

30 Los trabajos de la Comisión respecto de la cuestión de la nacionalidad
en el marco de la sucesión de Estados se encuentran en una etapa muy preliminar.
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32. Estas cuestiones se han examinado en varias reuniones internacionales con
participación de académicos y expertos en derecho procedentes de distintos
países, entre ellas las siguientes:

- Mesa redonda sobre la nacionalidad, las minorías y la sucesión de
Estados en los países de Europa central y oriental, París , 3 y 4 de
diciembre de 1993 31;

- Seminario sobre el derecho internacional y las leyes de nacionalidad en
la ex Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, Divonne-les-Bains,
25 y 26 de abril de 1994 32;

- Coloquio sobre la nacionalidad, las minorías y la sucesión de Estados en
los países de Europa central y oriental, Praga, 22 a 24 de septiembre
de 1994 33;

- Seminario sobre cuestiones de nacionalidad, Dagomis (Federación de
Rusia), octubre de 1994 34;

- Seminario sobre la ciudadanía, la apatridia y la condición de los
extranjeros en la Comunidad de Estados Independientes y en los Estados
Bálticos, Helsinki, 12 a 15 de diciembre de 1994 35;

31 Organizada por el Centro de Derecho Internacional (CEDIN), Universidad
de Parí s X - Nanterre.

32 Organizado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas
para los Refugiados en cooperación con el Instituto Internacional de Derecho
Humanitario.

33 Organizado conjuntamente por la Sociedad checa de derecho
internacional, la Universidad Charles de Praga y el CEDIN.

34 Organizado por la Organización Internacional para las Migraciones, en
cooperación con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados.

35 Organizado por el Gobierno de Finlandia y la ACNUR.
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33. En los últimos años se han adoptado nuevas leyes sobre nacionalidad o se
han vuelto a promulgar leyes sobre ese particular que se remontaban al período
anterior a la segunda guerra mundial en varios Estados que hacen frente a
problemas de sucesión de Estados o que han recuperado la independencia 36.

36 A la fecha de presentación del presente informe, unos pocos Estados
habían respondido a la solicitud de que presentaran material pertinentes en
particular legislación nacional, decisiones de tribunales nacionales y
correspondencia diplomática y oficial relativa al tema de la sucesión de Estados
y sus efectos sobre la nacionalidad. Por ello, la enumeración de leyes
nacionales que figura a continuación no se basa únicamente en las respuestas de
gobiernos sino también en otras fuentes disponibles y no puede ser calificada de
taxativa:

- Croacia: ley de 28 de junio de 1991 sobre la nacionalidad croata; ley
de 8 de mayo de 1992 sobre enmiendas y adiciones a la ley sobre la
nacionalidad croata;

- República Checa: ley de 29 de diciembre de 1992 sobre la adquisición y
pérdida de la ciudadanía;

- Eritrea: proclamación 21/1992, de 6 de abril de 1992, relativa a la
nacionalidad de Eritrea;

- Eslovaquia: ley de 19 de enero de 1993 sobre adquisición y pérdida de
la ciudadanía.

- Eslovenia: Ley de ciudadanía, de 5 de junio de 1991;

- Estonia: Ley sobre ciudadanía (1938), promulgada nuevamente por
resolución del Consejo Supremo sobre la aplicación de la ley de
ciudadanía de fecha 26 de febrero de 1992; ley de 10 de febrero de 1993
sobre los requisitos en materia de conocimiento del idioma estonio que
deben reunir los aspirantes a la ciudadanía del país;

- Letonia: Ley de ciudadanía (1919), promulgada nuevamente por resolución
del Consejo Supremo acerca de la renovación de los derechos de
ciudadanía de la República de Letonia y los principios fundamentales de
naturalización, de 15 de octubre de 1991;

- Lituania: ley de ciudadanía, 10 de diciembre de 1991; resolución del
Consejo Supremo de la República de Lituania acerca del procedimiento
para aplicar la ley de ciudadanía de la República de 11 de diciembre de
1991.

Véase legislación acerca de la cuestión de la nacionalidad, incluidos los
efectos de la sucesión de Estados, recopilada anteriormente por la División de
Codificación de la Oficina de Asuntos Jurídicos de la Secretaría en Laws
concerning nationality , United Nations Legislative Series , ST/LEG/SER.B/4
(Nueva York, 1954) y Suplemento, ST/LEG/SER.B/9 (Nueva York, 1959) y Materials
on succession of States in respect of matters other than treaties ,
United Nations Legislative Series , ST/LEG/SER.B/17 (Nueva York, 1978).
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34. Las normas relativas a la sucesión de Estados han encontrado un nuevo
ámbito material de aplicación en razón del aumento del número de nuevos
Estados 37. Se justifica así la tarea de tratar de aclarar más las normas
relativas a la nacionalidad que podrían ser aplicables en caso de sucesión de
Estados.

II. NACIONALIDAD - CONCEPTO Y FUNCIÓN

35. El problema de la nacionalidad guarda estrecha relación con el fenómeno de
la población como elemento constitutivo del Estado porque "los Estados, por más
que sean entidades territoriales, son también conjuntos de individuos" 38.
Si bien la Condición de Estado depende de la existencia de por lo menos algún
tipo de población permanente, la nacionalidad está subordinada a la adopción de
decisiones del Estado y, como de hecho se trata de "una de las manifestaciones
de la soberanía, los Estados la preservan celosamente" 39.

36. Antes de seguir teorizando acerca del concepto de nacionalidad, hay que
establecer una clara distinción entre la nacionalidad de las personas naturales
y la de las personas jurídicas. Varios autores han explicado la diferencia
fundamental entre el concepto de nacionalidad de un individuo (persona natural)
y una persona jurídica. "Todas las personas naturales pueden tener la calidad
de nacional, aunque algunas de ellas, los llamados apátridas, no la tengan en
ningún país [...]. Por el contrario, se considera que las personas jurídicas
tienen una nacionalidad, pero se trata de un concepto profundamente diferente y
a este respecto se ha negado que el término nacionalidad en este contexto tenga
más valor que el de una imagen. El derecho positivo sigue empleándolo, pero
como la cuestión guarda una relación demasiado estrecha con el concepto de
personalidad jurídica, no es posible disociar el estudio de ambas" 40.

37 En cuanto al contenido de esas normas, la Comisión de Arbitraje de
la Conferencia de la Comunidad Europea sobre Yugoslavia ha declarado que "el
fenómeno de la sucesión de Estados se rige por los principios de derecho
internacional en los cuales se han inspirado las convenciones de Viena [sobre
sucesión de Estados] de 23 de agosto de 197 8 y 8 de abril de 1983",
Opinión No. 1, International Legal Materials , vol. XXXI (1992), pág. 1.495.

38 James Crawford, The Creation of States in International Law (Oxford,
Clarendon Press, 1979), pág. 40.

39 Johannes M. M. Chan, "The right to a nationality as a human right:
the current trend towards recognition", Human Rights Law Journal , vol. 12,
Nos. 1 y 2 (1992), pág. 1.

40 Henri Batiffol y Paul Lagarde, Droit international privé ,
séptima edición, t. 1 (Paris, Librairie générale de droit et de jurisprudence,
1981), págs. 63 y 64.
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A. Nacionalidad de las personas naturales

37. Se suele considerar que la nacionalidad de las personas naturales
constituye el vínculo jurídico que las une al Estado. Según Sir Robert Jennings
y Sir Arthur Watts, la "nacionalidad de una persona es su calidad de súbdito de
un determinado Estado" 41. Según Henri Batiffol y Paul Lagarde, en la teoría
actual, la nacionalidad de derecho consiste en "la pertenencia jurídica de una
persona a la población que constituye un Estado. Esta pertenencia lo somete a
la llamada competencia personal, que se puede oponer a los demás Estados, de
aquél del cual es súbdito" 42. El proyecto de convención sobre nacionalidad
preparado en la Universidad de Harvard define la nacionalidad como "la condición
de una persona natural unida a un Estado por un vínculo de lealtad" 43, mientras
que, para D. P. O’Connel, la expresión "nacionalidad" en derecho internacional
es una forma de describir la adscripción de una persona a un determinado Estado
a efectos de jurisdicción o de protección diplomática. Se dice que una persona
es nacional de un Estado en el sentido de que está comprendida en la
jurisdicción plenaria de él y éste puede representarla" 44.

38. La Corte Internacional de Justicia ha indicado los diversos elementos del
concepto en una definición según la cual la nacionalidad es:

"un vínculo jurídico que tiene como base una circunstancia social de
adhesión, una conexión genuina de existencia, intereses y sentimientos,
acompañada de la existencia de derechos y obligaciones recíprocas. Cabe
decir que constituye la expresión jurídica del hecho de que la persona a la
que le ha sido conferida, directamente por la ley o como consecuencia de un
acto de las autoridades, tiene en la práctica una relación más estrecha con
la población del Estado que la confiere que con la de cualquier otro
Estado." 45

39. Además del sentido que puede darse al concepto de nacionalidad en el plano
internacional, hay varias categorías de "nacionales" en el plano del derecho
interno:

"... el ordenamiento interno de un Estado puede distinguir entre distintas
clases de nacionales; están, por ejemplo, los que gozan de plenos derechos

41 Sir Robert Jennings y Sir Arthur Watts, eds., Oppenheim’s
International Law , novena edición, vol. I, parte s 2 a 4 (Londres, Longman), pág.
851.

42 Batiffol y Lagarde, op. cit ., pág. 60.

43 American Journal of International Law , vol. 23 (Special Suppl.)
(1929), pág. 22.

44 D. P. O’Connel, State Succession in Municipal Law and International
Law, vol. I (Cambridge University Press, 1967), pág. 498.

45 Asunto Nottebohm , ICJ Reports, 1995 , pág. 23. Como señalan Jennings
y Watts, la última parte de este párrafo no tiene enteramente en cuenta la
situación que se produce en los casos de doble nacionalidad (véase op. cit .,
pág. 854, nota 13).
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políticos, y se llaman por ello ciudadanos, y los que no los tienen, razón
por la cual no se llaman ciudadanos. En algunos países de América Latina
la expresión ’ciudadanía’ se ha empleado para denotar la suma total de
derechos políticos de los que puede estar privada una persona, a título de
sanción o por otro concepto, con lo que puede perder la ’ciudadanía’ sin
por ello ser privada de la nacionalidad tal como ésta es entendida en
derecho internacional. En los Estados Unidos, si bien las expresiones
’ciudadanía’ y ’nacionalidad’ suelen ser intercambiables, como norma
general se emplea el término ’ciudadanos’ para designar a quienes tienen
plenos derechos políticos y personales dentro del país y el de ’nacionales’
para algunas personas, como las que pertenecen a territorios y posesiones
que no constituyen los Estados que forman la Unión. Estas personas deben
lealtad a los Estados Unidos y son nacionales de los Estados Unidos a los
efectos del derecho internacional; no tienen plenos derechos de ciudadanía
en los Estados Unidos. Lo que importa a efectos internacionales es su
nacionalidad en el sentido más amplio y no su ciudadanía. En el
Commonwealth, lo que reviste importancia básicamente para el derecho
internacional es la ciudadanía de cada uno de los Estados que lo integran,
mientras que la calidad de ’súbdito británico’ o ’ciudadano del
Commonwealth’ importa primordialmente como cuestión del derecho interno de
los países de que se trate.

No hay que confundir ’nacionalidad’ en el sentido de la ciudadanía de un
determinado Estado con ’nacionalidad’ en su acepción de la condición de
miembro de una cierta nación en el sentido de ’raza’." 46

40. En todo caso, cabe citar también otros ejemplos:

"Habida cuenta de que la nacionalidad define la población constitutiva
del orden interno en contraposición del orden internacional, no tienen
mayor importancia las modalidades a que esté sometida con el tiempo la
participación de los nacionales en la vida jurídica interna, especialmente
en cuanto a los derechos políticos. Así, la distinción entre ciudadanos
franceses y súbditos franceses ’indígenas de las colonias’, ha quedado sin
aplicación en cuanto a la nacionalidad; los segundos forman parte de la
población constitutiva del Estado francés tanto como los primeros. La Ley
de 7 de mayo de 1946 consagra este resultado al disponer que ’todos los
súbditos de territorios de ultramar (incluida Argelia) tienen la calidad de
ciudadanos’, al tiempo de agregar que ’se promulgarán leyes especiales para
establecer las condiciones en las cuales ejercerán sus derechos de
ciudadanía’.

Sin embargo, la Constitución de 1946 (art. 81) había instituido la
calidad de ’ciudadano de la Unión Francesa’, que correspondía a los
franceses, a los ciudadanos de Estados protegidos o asociado s y a los
’administrados’ de los territorios asociados [...] Por el contrario, la
Constitución de 1958 reafirmó que había una sola ciudadanía de la
comunidad’ (art. 77).

46 Oppenheim’s International Law , op. cit , págs. 856 y 857.
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El uso ha generalizado en la expresión ’súbditos’ un concepto que
asemeja a los nacionales a ciertos extranjeros que dependen a título más o
menos permanente del Estado soberano de que se trate. Se trataba
básicamente de los que pertenecían a un protectorad o o a un país sometido a
mandato; los tunecinos y los marroquíes, que no tenían nacionalidad
francesa, fueron calificados de ’súbditos franceses’.

Se observa de todas maneras que no se trataba en ningún caso de conceder
a ciertos extranjeros derechos que se denegaban a otros; desde el punto de
vista jurídico, seguían siendo extranjeros." 47

41. La existencia de diferentes categorías de nacionalidad dentro del Estado ha
constituido un fenómeno peculiar de los Estados federativos de Europa oriental,
la Unión Soviética, Yugoslavia y Checoslovaquia. Así, por ejemplo, al momento
de la creación de la Federación checoslovaca en 1969, junto con la nacionalidad
checoslovaca, originalmente la única, se instituyeron las nacionalidades checa y
eslovaca. La ley No. 165/1968, por la que se establecía una distinción oficial
entre la nacionalidad checoslovaca (federal) y la de cada una de las repúblicas
constitutivas de la Federación, allanó el camino para que las dos repúblicas
aprobaran sus propias leyes sobre nacionalidad: la ley No. 206/68 del Consejo
Nacional Eslovaco y la ley No. 39/69 del Consejo Nacional Checo 48.

42. La institución de la ciudadanía de las dos repúblicas se basaba en el
principio de jus soli , mientras que la legislación federal, al igual que la
legislación checoslovaca precedente a la fecha de creación de la Federación se
basaba en el principio del jus sanguinis . En todo caso, el principio
tradicional del jus sanguinis se ha utilizado para la determinación de la
nacionalidad de los menores de 15 años.

43. El establecimiento en el Tratado de Maastricht, relativo a la Unión
Europea, de una "ciudadanía de la Unión" constituye un acontecimiento reciente
que vale la pena mencionar. Con arreglo al artículo 8, "será ciudadano de la
Unión toda persona que tenga la nacionalidad de un Estado miembro" 49.
La cuestión de si una persona posee la nacionalidad de un Estado miembro se ha
de resolver únicamente con referencia a la legislación nacional de ese Estado 50.

44. Además, para los efectos de un determinado tratado, el concepto de
nacionalidad o el término "nacional" pueden tener otra acepción. Así, por
ejemplo, en el Tratado de St. Germain y en otros tratados de paz de 1919 se
utiliza el término "súbdito" en forma más amplia que el de "nacional" 51.

47 Batiffol y Lagarde, op. cit ., págs. 65 y 66.

48 La ley checa y la ley eslovaca de nacionalidad han sido enmendadas por
las leyes 92/1990 y 88/1990 del Consejo Nacional Checo y el Consejo Nacional
Eslovaco, respectivamente.

49 International Legal Material , vol. XXXI (1992), pág. 259.

50 Ibíd., pág. 365.

51 Véase National Bank of Egypt vs. Austro-Hungarian Bank, Annual Digest
of Public International Law Cases , vol. 2 (1923-24).
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En muchos acuerdos de liquidación de reclamaciones se enuncian definiciones
especiales con miras a identificar a los nacionales cuyas reclamaciones se están
liquidando 52.

45. La idea del concepto de nacionalidad puede definirse de formas muy
distintas según se enfoque el problema desde el punto de vista del derecho
interno o del derecho internacional. En cada uno de esos casos la función de la
nacionalidad es distinta. Desde el punto de vista del derecho internacional, en
la medida en que las personas no son sujetos directos de éste, la nacionalidad
es el medio por el cual puede normalmente disfrutar de beneficios con arreglo a
él. Ello se debe a que únicamente los nacionales son beneficiarios de pleno
derecho de la protección diplomática y del conjunto de normas, convencionales o
no, admitidas por los Estados en sus relaciones mutuas en beneficio de sus
nacionales. Así, la nacionalidad es una condición necesaria para el pleno
disfrute de los derechos humanos.

B. Nacionalidad de las personas jurídicas

46. Las personas jurídicas, por vía de analogía con la situación de las
personas naturales, también han de tener una nacionalidad. Al igual que en el
caso de una persona natural, la existencia del vínculo de la nacionalidad es
necesaria a los efectos de la aplicación del derecho internacional respecto de
una persona jurídica, y en la mayoría de los casos, a los efectos de la
protección diplomática 53.

47. Por lo general se considera que las sociedades tienen la nacionalidad del
Estado bajo cuya legislación se han constituido y al que deben su existencia
jurídica, ya que incumbe al derecho interno determinar si una entidad tiene o no
personalidad jurídica 54 y cuáles son los efectos de esa determinación. En
consecuencia, si una sociedad constituida con arreglo a la legislación de un
Estado establece, con arreglo a la legislación de otro, una filial como persona
jurídica separada, en principio las dos empresas tendrán nacionalidades
diferentes a los efectos del derecho internacional. Como señaló la Corte
Internacional de Justicia en el asunto Barcelona Traction :

"La norma tradicional atribuye el derecho de protección diplomática de una
persona jurídica al Estado con arreglo a cuya legislación se ha constituido
y en cuyo territorio tenga su oficina establecida. Estos dos criterios han

52 Véase, por ejemplo, el artículo VII del acuerdo entre la República
Islámica del Irán y los Estados Unidos de América, relativo a la liquidación de
reclamaciones, International Legal Materials , vol. XX (1981), pág. 232.

53 Véase Lucius Caflisch, "La nationalité des sociétés commerciales en
droit international privé", Annuaire suisse de droit international , vol. XXIV
(1967), págs. 119 a 160.

54 En algunos casos excepcionales en que el Estado ha puesto término a la
existencia de una empresa, puede ocurrir que de todas maneras otros Estados
consideren que ésta sigue existiendo. Véase Ignaz Seidl-Hohenveldern,
Corporations in and under international law (Cambridge, Inglaterra, Grotius
Publications, 1987), págs. 29 a 38 y 51 a 54.
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sido confirmados por una práctica de larga data y en numerosos instrumentos
internacionales. Sin embargo, a veces se afirma que se necesitan otros
vínculos, o vínculos distintos, para que exista un derecho de protección
diplomática" 55.

Así, en muchos casos el criterio tradicional del lugar de constitución de las
empresas y el de la sede de su oficina establecida no significan más que una
presunción prima facie .

48. La analogía que cabe trazar entre la nacionalidad de las personas jurídicas
y la de las personas naturales tiene un límite. La mayoría de los autores
advierten que:

"Esta analogía, por conveniente que sea a veces, en muchos casos puede
inducir a error; las normas de derecho internacional que se basan en la
nacionalidad de las personas naturales no siempre han de aplicarse sin
modificación alguna cuando se trata de las empresas. Hay varias
consideraciones que militan en contra de la atribución a la nacionalidad de
las personas jurídicas de las mismas consecuencias que entraña la
nacionalidad de las personas naturales y éstas incluyen la forma en que las
empresas se establecen, funcionan y terminan su existencia, su desarrollo
como entidades jurídicas distintas de sus accionistas, la inaplicabilidad a
las empresas del concepto, básicamente personal, de la lealtad, básico en
el desarrollo de gran parte de la legislación actual en materia de
nacionalidad, la ausencia general en relación con las empresas de
legislación sobre nacionalidad que sirva para sentar una base en derecho
interno a la aplicación de las normas del derecho internacional, la gran
diversidad de formas de organización de las empresas y la posibilidad de
configurar una relación artificial y exclusivamente formal con el Estado de
la nacionalidad" 56.

49. No existe un concepto rígido de nacionalidad respecto de las personas
jurídicas y se emplean distintos criterios para distintos fines. Por ello, la
práctica habitual de los Estados consiste en estipular expresamente en un
tratado o en su legislación interna qué personas jurídicas pueden aprovechar los
beneficios de las disposiciones convencionales reservadas a "nacionales" o en
definir las empresas "nacionales" a los efectos de la aplicación de la
legislación nacional en materias concretas (derecho tributario, derecho del
trabajo, etc.). Habida cuenta de que las personas jurídicas pueden tener
vínculos con varios Estados, para determinar la condición de "nacional" de una
empresa hay que ponderar diversos factores.

55 Case concerning the Barcelona Traction, Light and Power Company,
Limited, Second Phase ... , ICJ Reports, 1970 , pág. 42.

56 Oppenheim’s International Law , op. cit ., págs. 860 y 861.
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50. Las observaciones que anteceden suscitan la cuestión de si es útil
emprender el estudio de los efectos de la sucesión de Estados sobre la
nacionalidad de las personas jurídicas en forma paralela al relativo a la
nacionalidad de las personas naturales y, en particular, de si el estudio de los
problemas de la nacionalidad de las personas jurídicas reviste el mismo grado de
urgencia que el de los relativos a la nacionalidad de las personas naturales.
La solución más obvia para la Comisión consiste en separar las dos cuestiones y
estudiar primero la más urgente, la de la nacionalidad de las personas
naturales.

III. FUNCIÓN DEL DERECHO INTERNO Y DEL DERECHO INTERNACIONAL

A. Derecho interno

51. Se reconoce en general en la doctrina que "no corresponde al derecho
internacional sino al derecho interno de cada Estado determinar quién debe
considerarse, y quién no, nacional suyo" 57. Únicamente el Estado puede decidir
que una persona es o no nacional suyo. "[La] nacionalidad es fundamentalmente
una institución del derecho interno de los Estados y la aplicación del concepto
de nacionalidad al plano internacional en un caso determinado debe basarse en la
ley de nacionalidad del Estado de que se trate" 58. El derecho de cada Estado
"determina quiénes son sus nacionales en virtud de su nacimiento, así como las
condiciones de adquisición o pérdida ulterior de la nacionalidad" 59.

52. El principio de que incumbe a cada Estado determinar en su legislación
quiénes son sus nacionales fue confirmado en el artículo 1 del Convenio de La
Haya sobre ciertas cuestiones relativas al conflicto de leyes de nacionalidad,
de 1930 60. Asimismo, ese principio fue reafirmado por la Corte Permanente de
Justicia Internacional en su dictamen relativo a los decretos de nacionalidad
promulgados en Túnez y Marruecos 61 y en su dictamen sobre la cuestión de la
adquisición de la nacionalidad polaca 62 y fue reiterado por la Corte
Internacional de Justicia en el fallo sobre el asunto Nottebohm 63.

57 Ibíd., pág. 852.

58 Ibíd., pág. 853.

59 Batiffol y Lagarde, op. cit ., pág. 58. Según Crawford, "[a]l parecer,
únicamente los Estados pueden conceder la nacionalidad con arreglo a su
legislación interna (o en virtud de un tratado). Así pues, para que pueda
existir la nacionalidad debe existir primero el Estado y no viceversa"
(op. cit ., pág. 40).

60 Véase "Laws Concerning Nationality" en la Serie Legislativa de las
Naciones Unidas, ST/LEG/SER.B/4, pág. 567.

61 PCIJ, 1923 , Serie B, No. 4, pág. 24.

62 Ibíd., No. 7, pág. 16.

63 Asunto Nottebohm , ICJ Reports 1955 , pág. 4.
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53. Así pues, hay un amplio consenso tanto en la doctrina como en la
jurisprudencia en reconocer que la cuestión de la nacionalidad se rige
esencialmente por el derecho interno. Esta conclusión sigue siendo válida en
los casos en que se determina la adquisición de la nacionalidad en virtud de un
tratado o cuando la legislación nacional enumera como una de las formas de
adquirir la nacionalidad, la adquisición en virtud de un tratado
internacional 64. En estos casos la ley nacional se remite simplemente a un
título o criterio de adquisición convenido entre Estados que se aplica como ley
especial en relación con los criterios básicos establecidos por la ley.

54. El papel del derecho interno como fuente principal de la nacionalidad se
reconoce igualmente en el caso de los cambios de nacionalidad resultantes de una
sucesión de Estados, con frecuencia denominados "naturalizaciones colectivas".
Por ejemplo, el artículo 13 del Código Bustamante dispone que:

"En las naturalizaciones colectivas, en caso de independencia de un
Estado, se aplicará la ley del Estado adquirente o nuevo, si ya se ha
establecido en el territorio una soberanía efectiva reconocida por el
Estado ante el que se juzgue la cuestión y, en su ausencia, se aplicará la
ley del antiguo Estado, todo ello sin perjuicio de las estipulaciones
contractuales entre los dos Estados interesados, que tendrán siempre
prioridad." 65

En el mismo sentido, O’Connell se refiere a la práctica de los tribunales
ingleses y llega a la conclusión de que

"la cuestión de a qué Estado pertenece una persona deberá ser resuelta en
última instancia por el derecho interno del Estado al que dicha persona
alega pertenecer o se afirma que pertenece. Corresponderá al derecho
interno del Estado predecesor determinar qué personas han perdido su
nacionalidad como consecuencia del cambio y al del Estado sucesor
determinar qué personas han adquirido su nacionalidad." 66

55. Pero, al mismo tiempo, en opinión de algunos tratadistas, existen "tal vez
casos excepcionales en los que una persona puede poseer una nacionalidad para
fines internacionales cuando no existe una ley de nacionalidad aplicable" 67.

64 Véase, por ejemplo, el párrafo 4 del artículo 3 de la ley de
ciudadanía de Eslovenia en Nationalité, minorités et succession d’Etats dans les
pays d’Europe centrale e orientale, Documents 1, CEDIN Paris-X Nanterre, Table
ronde , diciembre de 1993. Véase también O’Connell: "Aunque el tratado estipule
que los habitantes de un territorio incorporado pasan a ser nacionales del
Estado sucesor, esta disposición no entra en vigor hasta que entra a formar
parte del derecho interno", op. cit . (1956), pág. 249, nota 3, refiriéndose a
Rudolf Graupner, "Nationality and State Succession", The Grotius Society -
Transactions for the Year 1946 , vol. XXXII (1947), pág. 94.

65 Véase "Código de Derecho Internacional Privado" (Código Bustamante),
loc. cit .

66 O’Connell (1967), op. cit ., pág. 501.

67 Oppenheim’s International Law , op. cit ., pág. 853, nota 10.
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Esto plantea la cuestión de aceptar o no la existencia de dos conceptos de
nacionalidad distintos, uno con arreglo al derecho interno y otro con arreglo al
derecho internacional. Esta cuestión reviste especial importancia en los casos
de sucesión de Estados, en que puede transcurrir un tiempo considerable entre la
"fecha de sucesión del Estado" y la aprobación de la ley de nacionalidad del
Estado sucesor. O’Connell describe esta situación de la manera siguiente:

"Si bien es cierto que el Estado interesado debe alegar en primer lugar
[que le corresponde ejercer] competencia sobre una persona o representarla
internacionalmente antes de que le sea efectivamente atribuida dicha
competencia, ello no significa que se considere a esa persona nacional del
Estado interesado, ya que, como en el caso de Israel entre 1948 y 1952, el
Estado puede carecer de un concepto en el plano de nacionalidad interno.
Sería engañoso suponer que, porque el derecho internacional tolerantemente
atribuya a los Estados sucesores competencia sobre algunas personas en
virtud de un cambio de soberanía, esas personas se convierten
automáticamente en nacionales para el derecho interno, pues lo más que
puede hacer el derecho internacional es aceptar o rechazar la pretensión de
los Estados sucesores de ejercer plena competencia sobre unas personas o
representarlas a nivel diplomático." 68

56. Para que el concepto de nacionalidad a efectos internacionales se pueda
considerar generalmente aceptado, ¿cuáles serán sus elementos y cuál su función
exacta?

B. Derecho internacional

1. Limitaciones al poder discrecional del Estado

57. Aunque la nacionalidad se rija fundamentalmente por la legislación interna,
interesa directamente al orden internacional. Es evidente que el hecho de que
el Estado goce de soberanía para determinar quiénes son sus nacionales no
significa que la cuestión no se pueda racionalizar. La competencia legislativa
del Estado en materia de nacionalidad no es absoluta 69. Las diferentes
autoridades que han planteado el principio de la libertad de los Estados han
afirmado también que existen límites a esa libertad.

58. Por ejemplo, en su opinión consultiva en el asunto relativo a los decretos
de nacionalidad promulgados en Túnez y Marruecos 70, la Corte Permanente de
Justicia Internacional insistió en que la cuestión de si un asunto era
únicamente de la competencia de un Estado era, en lo esencial, relativa, pues
dependía de cuál fuera la evolución de las relaciones internacionales, y
consideró que incluso cuando se trataba de casos no contemplados en principio en
el derecho internacional, el derecho de un Estado a hacer uso de sus facultades

68 Op. cit . (1967), pág. 498.

69 Batiffol y Lagarde, op. cit ., págs. 69 y 70.

70 PCIJ, 1923 , Serie B, No. 4, pág. 24.
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discrecionales podía verse limitado por obligaciones que hubiera asumido con
respecto a otros Estados, de modo que su competencia quedaba limitada por normas
de derecho internacional 71.

59. En el comentario del artículo 2 del proyecto de convención sobre
nacionalidad, de 1929, preparado por el departamento de derecho internacional de
la Facultad de Derecho de Harvard, se afirma que el poder de un Estado de
conferir su nacionalidad no es ilimitado 72. Como se señala en el artículo 1 del
Convenio de La Haya sobre ciertas cuestiones relativas al conflicto de leyes de
nacionalidad, de 1930, si bien incumbe a cada Estado determinar, en virtud de
sus propias leyes, quiénes son sus nacionales, tal legislación será reconocida
por los demás Estados únicamente "en la medida en que sea compatible con los
convenios internacionales, la costumbre internacional y los principios del
derecho generalmente reconocido en materia de nacionalidad" 73.

60. Los efectos de las normas de derecho internacional en la esfera de la
nacionalidad revisten especial importancia en el caso de la sucesión de Estados.
Las "naturalizaciones colectivas" plantean más problemas, teniendo en cuenta el
número de persona s - a veces la totalidad de la población - afectadas por el
cambio. La complejidad y la urgencia de estos problemas varían según sea la
naturaleza del cambio territorial (traspaso del territorio, secesión, disolución
del Estado o unificación de Estados) y la manera (pacífica o no) en que se
produzca. Pero ¿cuál es aquí la función del derecho internacional? ¿Es
concebible que una autoridad internacional, o al menos las reglas que se imponen
a los Estados, desempeñen un papel en el reparto de individuos entre los
diferentes Estados, ya sea para evitar la apatridia o para evitar los conflictos
positivos?

61. Según la opinión preponderante, el papel que desempeña el derecho
internacional en el campo de la nacionalidad es muy limitado. La función del
derecho internacional consiste, todo lo más, en delimitar la competencia del
Estado predecesor para decidir que algunas personas sigan siendo nacionales
suyos y la del Estado sucesor para reclamarlas a su vez como propios. El
derecho internacional no puede prescribir que esas personas cambien de
nacionalidad, ya sea automáticamente o mediante solicitud. Si bien, por una
parte, impone restricciones con respecto a las categorías de personas que el
Estado sucesor puede reclamar como nacionales suyos, por otra, debido al
carácter restrictivo de su acción, el derecho internacional no puede imponer al
Estado predecesor la obligación de seguir incluyendo o no a esas personas entre
sus nacionales 74. Al delimitar la competencia de los Estados para otorgar su
nacionalidad a las personas, el derecho internacional permite "cierto control
sobre las atribuciones excesivas de los Estados en materia de nacionalidad, al
privar a dichas atribuciones de gran parte de sus efectos en el plano

71 Véase Oppenheim’s International Law , op. cit ., pág. 852.

72 Véase la nota 43 supra , págs. 24 a 27.

73 Véase la nota 60 supra .

74 O’Connell, (1967), op. cit ., pág. 499.
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internacional". Así pues, "las decisiones de cada Estado en cuanto a la
concesión de su propia nacionalidad no son necesariamente aceptadas sin más en
el plano internacional" 75.

62. El ejemplo más frecuentemente citado a este respecto es el asunto
Nottebohm , en el que la Corte Internacional de Justicia indicó que:

"un Estado no puede pretender que las normas [relativas a la adquisición de
nacionalidad] que así haya establecido deban ser reconocidas por otro
Estado, a menos que haya actuado de conformidad con ese objetivo general de
hacer que coincida el vínculo jurídico de la nacionalidad con una relación
auténtica de la persona con el Estado que asume la defensa de sus
ciudadanos protegiéndolos contra otros Estados." 76

63. Cabe deducir de ello que la función del derecho internacional en la esfera
de la nacionalidad tiene en principio un carácter negativo. En todo caso, el
derecho internacional no puede corregir directamente los defectos de la
legislación interna, es decir, ejercer la función que corresponde a ésta de
indicar quiénes son y quiénes no son nacionales del Estado. No cabe duda alguna
de que la Corte Internacional de Justicia consideró a Nottebohm nacional de
Liechtenstein con arreglo al derecho interno de este país 77.

64. Así pues, la función del derecho internacional consiste, en primer lugar,
en delimitar las competencias de los Estados o, dicho de otra manera, en
eliminar las consecuencias que podría tener para terceros Estados el ejercicio
exagerado o abusivo por un Estado de su competencia legislativa en materia de
nacionalidad. Pero además de esa limitación existe otra, reconocida desde hace
mucho tiempo, que es la que impone el respeto de los derechos humanos. Este
aspecto ya se había planteado en relación con la preparación de la Conferencia
de La Haya de 1930 78. La adopción, después de la segunda guerra mundial, de
normas internacionales relativas a la protección de los derechos humanos
garantizó a las normas de derecho internacional una función más amplia en
materia de nacionalidad. En virtud de esas normas y principios, algunas
técnicas del derecho interno, como las que llevan a la apatridi a o a todo tipo
de discriminación, pasaron a ser impugnables en el plano internacional.

75 Oppenheim’s International Law , op. cit. , pág. 853.

76 ICJ Reports, 1955 , pág. 23.

77 En este sentido, véase también Oppenheim’s International Law ,
op. cit ., pág. 856: "... en los casos en que los efectos en el derecho
internacional de la concesión de nacionalidad por un Estado sean limitados, el
individuo seguirá siendo nacional de ese Estado a los efectos de su propia
legislación.

78 "Se debe considerar que el alcance de las leyes internas relativas a
la nacionalidad está limitada por el respeto de los derechos y obligaciones de
las personas y de otros Estados". League of Nations Conference for the
Codification of International Law, Bases for Discussion , vol. I (Nacionalidad),
C.73.M.38.1929.V. Véase la respuesta de los Estados Unidos de América, pág. 16.
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65. Según la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a pesar de que la
concesión de la nacionalidad y su reglamentación son de la competencia del
Estado, este principio queda limitado por los requisitos de protección de los
derechos humanos que impone el derecho internacional 79. A diferencia de lo que
sucede con la primera clase de limitaciones a que nos hemos referido, la
cuestión esencial en este caso no es si el Estado ejerce su poder discrecional
dentro de los límites de sus competencias en razón del territorio o en razón de
la persona, sino si lo ejerce de manera compatible con sus obligaciones
internacionales en materia de derechos humanos. Sin embargo, hemos de reiterar
que las normas internacionales que dan lugar a esta segunda clase de
limitaciones no afectan a la validez del ordenamiento jurídico nacional ni a su
funcionamiento efectivo en el interior del Estado (soslayamos la cuestión de la
responsabilidad internacional del Estado que incumpla sus obligaciones de
protección de los derechos humanos).

66. Por consiguiente, en lo que atañe a la nacionalidad, los Estados están
sujetos a dos tipos de limitaciones que afectan, por un lado, a la delimitación
de las competencias entre los Estados (cuyo incumplimiento de las normas tiene
por consecuencia que la nacionalidad así otorgada no sea oponible ante terceros
Estados) y, de otro lado, a las obligaciones de defensa de los derechos humanos
(cuyo incumplimiento entraña responsabilidad internacional).

2. Modalidades de aplicación del derecho internacional

67. El derecho internacional es aplicable por medio de normas tanto
consuetudinarias como convencionales . Así, pues, el Estado deberá ejercer su
soberanía para decidir quiénes serán sus nacionales dentro de los límites
impuestos por el derecho internacional general y por los tratados
internacionales. En el Convenio de La Haya se mencionan "los convenios
internacionales, la costumbre internacional y los principios jurídicos
generalmente admitidos en materia de nacionalidad" y la Corte Permanente de
Justicia Internacional se refiere, en los dos dictámenes citados, a los
"tratados vigentes". Sin embargo, ni en el Convenio ni en los dictámenes se
especifica qué normas concretas de derecho internacional positivo limitan la
libertad de los Estados.

68. En el contexto de la protección diplomática, se han desarrollado normas
consuetudinarias relativas a los efectos que tiene la nacionalidad sobre
terceros Estados. Es en este ámbito del derecho internacional donde ha surgido
el principio de la nacionalidad efectiva. Según este principio, consagrado por
el fallo que emitió la Corte Internacional de Justicia en el asunto Nottebohm,
para que la nacionalidad pueda ser oponible ante terceros Estados debe existir
un vínculo efectivo y auténtico entre el Estado y la persona de que se trate.
La naturalización que no se fundamente en un vínculo lo suficientemente efectivo
no obliga a los demás Estados a reconocer al que la ha concedido el derecho de
otorgar protección diplomática al interesado.

79 Enmiendas propuestas a las disposiciones de la Constitución Política
de Costa Rica relativas a la naturalización (1984), ILR , vol. 79, pág. 284.
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69. El examen de la legislación nacional no es muy concluyente en cuanto a la
existencia de normas consuetudinarias de derecho internacional público en
materia de nacionalidad. No obstante, está establecido que un Estado no puede
conceder la nacionalidad de origen a una persona que carezca de vínculos con él,
en virtud del jus sanguinis o del jus soli , conclusión que tiene un alcance
práctico limitado para la solución de los problemas reales que se plantean en
los casos de sucesión de Estados. Por consiguiente, hay que constatar que el
derecho internacional consuetudinario ofrece a los Estados escasa orientación
para elaborar su legislación en materia de nacionalidad.

70. Si bien las normas de derecho consuetudinario son de carácter rudimentario
y no constituyen más que una base elemental, los convenios y tratados
internacionales son menos esquemáticos. Estos instrumentos suelen tener por
objeto armonizar las legislaciones nacionales a fin de superar los problemas que
resultan de la utilización por los Estados de criterios diferentes de
adquisición o pérdida de la nacionalidad. La comunidad internacional estima que
algunos de estos problemas, como la apatridia, son más graves que otros, como la
doble nacionalidad.

71. Desde hace algún tiempo se está procurando, mediante la adopción de
convenios internacionales, disminuir los casos de apatridia o, cuando ello no es
posible, aliviar la situación de los apátridas. En la Conferencia de
Codificación de La Haya, de 1930, se adoptaron diversas medidas destinadas a
disminuir las posibilidades de apatridia y se formuló una recomendación unánime
en el sentido de que, al reglamentar las cuestiones de nacionalidad, los Estados
hicieran todo cuanto estuviera en su poder por reducir al máximo los casos de
apatridia. Entre los tratados multilaterales que se ocupan de este problema
cabe citar los siguientes: el Convenio de La Haya sobre ciertas cuestiones
relativas al conflicto de leyes de nacionalidad, de 1930 80, su Protocolo
relativo a cierto caso de apatridia y su Protocolo especial relativo a la
apatridia, así como la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas, de 1954 81

y la Convención para reducir los casos de apatridia 82, de 1962.

72. Los problemas derivados de la doble nacionalidad se tratan en el mencionado
Convenio de La Haya sobre ciertas cuestiones relativas al conflicto de leyes de
nacionalidad, de 1930, y en su Protocolo relativo a las obligaciones militares
en ciertos casos de doble nacionalidad, de 1930; en el Convenio de la Liga de
los Estados Árabes, sobre la nacionalidad, de 1954, y en el Convenio sobre la
reducción de los casos de nacionalidad múltiple y sobre la obligación del
servicio militar en dichos casos, que concertaron los Estados miembros del
Consejo de Europa en 1963. Además, la cuestión de la doble nacionalidad puede

80 Véase la nota 60 supra .

81 Naciones Unidas, Treaty Series , vol. 360, pág. 117.

82 Naciones Unidas, Treaty Series , vol. 989, pág. 175.
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causar problemas particulares en algunos Estados (concretamente en los que
tengan una gran población de inmigrantes) y requerir, por tanto, una
reglamentación de carácter bilateral 83.

73. A pesar de que las disposiciones de los convenios citados que se ocupan
directamente de la cuestión de la nacionalidad en el marco de la sucesión de los
Estados (como, por ejemplo, el artículo 10 de la Convención para reducir los
casos de apatridia) son muy escasos, no cabe considerar sin más que son
improcedentes en tales casos de sucesión. En primer lugar, imparten a los
Estados interesados útil orientación al ofrecer soluciones que los legisladores
nacionales pueden utilizar mutatis mutandis para resolver los problemas
ocasionados por el cambio de territorio. En segundo lugar, cuando el Estado
predecesor sea parte en dichos convenios, éstos pueden obligar oficialmente a
los Estados sucesores de conformidad con las normas de derecho internacional que
rigen la sucesión de Estados en materia de tratados. Así, pues, pueden sumarse
estos instrumentos a las limitaciones generales que imponen las normas
consuetudinarias de derecho internacional al poder discrecional del Estado
sucesor en materia de nacionalidad.

74. Hay otros tratados internacionales que se refieren directamente a los
problemas de nacionalidad en caso de sucesión de Estados y que han desempeñado
un papel importante, sobre todo después de la primera guerra mundial. Ellos se
fijaron, de manera relativamente uniforme, criterios de adquisición de la
nacionalidad de los Estados sucesores. El criterio empleado con más frecuencia
era el del domicilio o la residencia habitual. Como ejemplo de disposiciones
de esos tratados, cabe mencionar los artículo s 4 y 6 del Tratado de Versalles
de 28 de junio de 1919 entre las Potencias Aliadas y Asociadas y Polonia 84.
Al mismo tiempo, en los tratados concertados después de la primera guerra
mundial se disponía el reconocimiento, por parte de los Estados derrotados, de
la nueva nacionalidad adquirida ipso facto por sus antiguos nacionales conforme
a las leyes del Estado sucesor y de la pérdida consiguiente de los vínculos de
tales personas con su país de origen 85. Esos tratados multilaterales se
completaron mediante acuerdos bilaterales entre los Estados interesados 86.

83 Véase, por ejemplo, el párrafo 5 del Comunicado Conjunto sobre la
normalización de las relaciones entre China y Malasia, International Legal
Materials , vol. XIII (1974), pág. 877.

84 Véase "Laws Concerning Nationality", United Nations Legislative
Series , ST/LEG/SER.B/4, págs. 586 a 593.

85 Ibíd.

86 Véase, por ejemplo, el Tratado relativo al derecho de la nacionalidad
y a la protección de las minorías concertado entre Checoslovaquia y Austria, de
7 de junio de 1920, en: Nationalité, minorité et succession d’États dans les
pays d’Europe centrale et orientale , op. cit ., documento 2.
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C. Principios de derecho generalmente admitidos
en materia de nacionalidad

75. Como ya se ha dicho, en el Convenio de La Haya se citan los "principios de
derecho generalmente admitidos en materia de nacionalidad" entre las
limitaciones a que se halla sometida la libertad de los Estados en ese contexto.
Pero en el Convenio no se dice nada acerca del contenido exacto de esa noción,
que la Comisión podría intentar precisar en su estudio de la cuestión.

IV. LIMITACIONES DE LA LIBERTAD DE LOS ESTADOS
EN MATERIA DE NACIONALIDAD

A. Principio de la nacionalidad efectiva

76. La mayoría de los tratadistas admiten que, al igual que en el caso genérico
de la naturalización, "debe haber un vínculo suficiente entre el Estado sucesor
y las personas a quienes considera nacionales suyos en virtud de la sucesión,
y podría someterse a prueba la suficiencia del vínculo si el Estado sucesor
intentara ejercer su jurisdicción sobre esas personas en circunstancias
inadmisibles con arreglo al derecho internacional o intentara asumir su
representación diplomática, naturalmente, siempre que hubiera algún Estado
competente para protestar en nombre de ellos" 87. Dicho vínculo puede tener,
en los casos de sucesión de Estados, características especiales. Es indudable
que, tanto desde el punto de vista social como desde el jurídico, el territorio
no debe considerarse un espacio vacío: un territorio (con excepciones
geográficas evidentes) equivale a una población, unos grupos étnicos, unas
lealtades, unas aspiraciones nacionales, una parte de la humanidad o, si se
permite la metáfora, un organismo. El hecho de entender que una población, en
el caso normal, está vinculada a determinadas zonas de un territorio no
significa volver a concepciones feudales, sino reconocer una realidad humana y
política en que se fundan los asentamientos territoriales modernos" 88.

77. Varios tratadistas de la sucesión de los Estados que sostienen que el
Estado sucesor puede sufrir limitaciones de su poder discrecional para otorgar
su nacionalidad a personas carentes de un vínculo auténtico con el territorio en
cuestión fundamentan su tesis en el fallo de la Corte Internacional de Justicia
en el asunto Nottebohm .

78. En ese fallo, la Corte enunció los criterios que se habían considerado
pertinentes para determinar si existía una vinculación real, con las palabras
siguientes:

"Los árbitros internacionales han resuelto de la misma manera numerosos
asuntos de doble nacionalidad en que se planteaba la cuestión del ejercicio
de la protección. Han mostrado preferencia por la nacionalidad real y
efectiva, que se atiene a los hechos y se basa en la existencia de lazos
reales más fuertes entre la persona interesada y uno de los Estados cuya

87 O’Connell (1967), op. cit ., pág. 499.

88 Ian Brownlie, Principles of Public International Law , cuarta edición
(Oxford, Clarendon Press, 1990), pág. 664.
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nacionalidad está en juego. Al determinar la nacionalidad efectiva se
tienen en cuenta diversos factores, cuya importancia varía según el caso.
La residencia habitual del interesado es un factor importante, pero hay
otros tales como el centro de sus intereses, sus vínculos familiares,
su participación en la vida pública, el afecto que muestra por un
determinado país y el afecto por él que inculca a sus hijos, etc." 89

79. El fallo de la Corte, si bien suscitó algunas críticas, no impugnaba el
principio de la nacionalidad efectiva en sí. Lo que más se ha reprochado al
fallo dictado en el asunto Nottebohm es que no da ningún criterio que permita
determinar la efectividad de la vinculación de un individuo con un Estado 90. Se
adujo, en particular, que la Corte había trasladado el requisito del vínculo
efectivo del contexto de la doble nacionalidad a una situación donde había una
única nacionalidad y que no debía considerarse que una persona que poseyera una
sola nacionalidad careciera del derecho de hacerla valer ante otro Estado por no
tener un vínculo efectivo con el Estado del que fuera nacional, sino sólo con un
tercer Estado. También se dijo que, en su fallo, la Corte no había tenido lo
suficientemente en cuenta la consecuencias que se derivarían de adoptar la tesis
del "vínculo auténtico" en asuntos de protección diplomática, lo que suscitaba
la cuestión de en qué medida el Estado cuya nacionalidad ostenta una persona con
carácter puramente formal podría protegerla contra otro Estado distinto de aquel
cuya nacionalidad poseyera con carácter efectivo. Asimismo, se subrayó que
seguía sin aclararse si el principio del "vínculo auténtico" se aplicaba
solamente a la adquisición de la nacionalidad por naturalización.

80. El concepto del vínculo auténtico tiene una larga historia tras de sí.
Para verificar la existencia de este vínculo, se han tenido en cuenta o aplicado
diversos criterios, como el del domicilio, la residencia o el nacimiento, tanto
en general como en los casos de cambio de soberanía. Así, en el artículo 84 del
Tratado de Versalles se declaraba que las personas "que residan habitualmente en
cualquiera de los territorios reconocidos como parte integrante del Estado
checoslovaco obtendrán la nacionalidad checoslovaca ipso facto ". No obstante,
como se ha señalado a menudo, "si bien la residencia habitual es el criterio más
satisfactorio a fin de determinar la competencia del Estado sucesor para otorgar
su nacionalidad a determinadas personas, no puede asegurarse que sea el único
admitido en derecho internacional" 91.

81. Algunos autores han propugnado el empleo del criterio del nacimiento en el
territorio para demostrar la existencia de un "vínculo auténtico" con arreglo al
cual el Estado sucesor tendría el derecho de imponer su nacionalidad a los
habitantes del territorio nacidos en él. Sin embargo, este criterio no está
generalmente aceptado. Con todo, en 1925, en el asunto Romana contra Comma, el

89 ICJ Reports, 1955 , pág. 22.

90 La Comisión de conciliación italo-americana fue aún más lejos en el
asunto Flegenheimer , del que se ocupó en 1958, y se declaró incompetente para
negar que la nacionalidad otorgada por un Estado, incluso sin contar con la
garantía del vínculo efectivo, tuviera efectos en el plano internacional, salvo
en caso de fraude, negligencia o error grave. Véase Recueil des sentences
arbitrales , vol. XIV, pág. 327.

91 O’Connell (1967), op. cit ., pág. 518.
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Tribunal Mixto de Apelación de Egipto se apoyó en esa doctrina para sostener que
una persona nacida en Roma y residente en Egipto se convertía en nacional
italiano como resultado de la anexión de Roma en 1870 92.

82. En los debates sobre la eliminación de la apatridia, y la reducción de los
casos de apatridia, varios miembros de la Comisión de Derecho Internacional
hicieron hincapié en la necesidad de que hubiera ciertos lazos entre el
individuo y el Estado que constituyeran la base para conceder la nacionalidad de
aquél 93. En esos debates se habló de aplicar el principio del vínculo auténtico
a los asuntos de naturalización en general, más que a la cuestión concreta de la
sucesión de los Estados. Así pues, se plantea el problema de si la aplicación
del concepto del vínculo auténtico en el caso de la sucesión de los Estados
presenta peculiaridades con respecto a su aplicación en los casos tradicionales
de naturalización. Otra cuestión que se plantea es la de si cabría aclarar y
afinar más los criterios para determinar la existencia de un vínculo auténtico.

83. Las divergencias de los comentaristas con respecto a la utilización de tal
o cual criterio parecen deberse a que cada uno toma en consideración distintos
tipos de sucesión de Estados. A pesar de que al extraer sus conclusiones se
basan en un tipo concreto de sucesión, tienden a generalizar, como si sus
conclusiones se aplicaran en todas las circunstancias. Otros problemas
parecidos pueden derivarse de clasificar los diversos tipos de sucesión de
Estados en dos categorías, sucesión "universal" y sucesión "parcial"; lo que
resulta simplista.

84. La aplicación del concepto del vínculo auténtico a la cuestión de la
sucesión de los Estados puede dar lugar también a otro problema delicado desde
el punto de vista de la persona de que se trate; como ha sucedido en algunos
casos recientes de desmembramiento de Estados en Europa oriental, puede ocurrir
que durante la vida de determinada generación se produzca una serie de
sucesiones de Estados en el mismo territorio. El criterio de concesión de la
nacionalidad a los habitantes del territorio podrá ser diferente en cada caso,
lo que dará resultados inesperados o incluso absurdos y causará problemas
personales considerables.

B. Protección de los derechos humanos

85. Parece estar generalmente aceptado que, paralelamente a las normas
relativas a la delimitación de la competencia de los Estados en materia de
nacionalidad, hay ciertas obligaciones en los Estados en el ámbito de los
derechos humanos que imponen límites adicionales al ejercicio de su facultad
discrecional de conferir o retirar su nacionalidad. Así ocurre respecto de las
nacionalizaciones en general y también en el contexto especial de la sucesión de
Estados. La importancia de esta categoría de limitaciones ha aumentado
considerablemente tras la segunda guerra mundial en razón del impulso que ha
cobrado la protección de los derechos humanos. Se trata de una de las

92 Annual Digest and Reports of Public International Law Cases , vol. 3,
No. 195.

93 Véase Yearbook ..., 1953 , vol. I, págs. 180 y 181, 184, 186, 218, 237
y 239.
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características más notables de la evolución del marco jurídico en el cual se
encuadran los casos recientes de sucesión.

86. A diferencia de los Estados sucesores que aparecieron tras la primera
guerra mundial, los Estados sucesores que han nacido como consecuencia de las
disoluciones de Estados más recientes se encuentran frente a un número bastante
importante de convenciones multilaterales. Estas convenciones (y en particular,
llegado el caso, las relativas a la nacionalidad, incluida la reducción de los
casos de apatridia, y la protección de los derechos humanos), en las cuales se
habían hecho partes ciertos Estados predecesores son obligatorias para los
Estados sucesores en virtud de las normas del derecho internacional que regulan
la sucesión de Estados en materia de tratados. Además, ciertos Estados
sucesores (especialmente los de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas)
se han adherido a instrumentos sobre derechos humanos que tienen importancia a
los efectos de la solución de las cuestiones de nacionalidad y en los cuales el
Estado predecesor no se había hecho parte.

87. Las obligaciones de los Estados en materia de protección de los derechos
humanos son incompatibles por sobre todo con los procesos que llevan a la
apatridi a o a algún tipo de discriminación. Según el artículo 15 de la
Declaración Universal de Derechos Humanos:

"1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.

2. Nadie será privado arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho
a cambiar de nacionalidad."

A la luz de esta disposición, es necesario estudiar detenidamente los límites
exactos de la competencia discrecional del Estado predecesor para privar de su
nacionalidad a los habitantes del territorio que ha perdido, así como la
cuestión de si cabe inferir del principio que antecede que el Estado sucesor
tiene la obligación de conceder su nacionalidad a los habitantes del territorio.
A juicio del Relator Especial, ya no es posible mantener sin reserva alguna la
opinión tradicional que expresaba O’Connell, según la cual "por indeseable que
pueda resultar el hecho de que haya apatridia como consecuencia del cambio de
soberanía, no se puede afirmar con certeza alguna que el derecho internacional,
al menos en su etapa actual de desarrollo, imponga al Estado sucesor la
obligación de conceder la nacionalidad 94". El criterio de que "salvo en caso de
un tratado, el nuevo Estado no está obligado a conferir su nacionalidad a todas
las personas que residan en su territorio 95 "es más cauteloso en esta materia y
parece justificar la conclusión, a contrario sensu , de que esta obligación
existe al menos respecto de algunos habitantes. Los límites de esas
obligaciones pueden variar según el tipo de cambio territorial de que se trate.

88. Además de las obligaciones que pueden dimanar para los Estados de los
principios antes mencionados, el artículo 8 de la Convención para reducir los
casos de apatridia estipula que los Estados contratantes "no privarán de su
nacionalidad a una persona si esa privación ha de convertirla en apátrida".
Además, según el artículo 9 de la misma Convención, los Estados contratantes

94 Véase O’Connell (1967), op. cit ., pág. 503.

95 Crawford, op. cit ., pág. 41.
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"no privarán de su nacionalidad a ninguna persona o ningún grupo de personas por
motivos raciales, étnicos, religiosos o políticos". En caso de sucesión de
Estados, esta disposición debe interpretarse en el sentido de que prohíbe al
Estado predecesor aplicar una política arbitraria cuando retire su nacionalidad
a los habitantes del territorio en que tiene lugar la sucesión de Estados.
Se plantea además la cuestión de si es posible inferir de estas disposiciones
obligaciones que recaigan sobre los Estados sucesores y, en la afirmativa,
cuáles.

89. Como señalaba un autor: "un cambio arbitrario de nacionalidad en razón de
la transferencia de un territorio puede tener diversos significados distintos.
Puede significar que la norma de que la nacionalidad cambia ipso facto al
cambiar la soberanía entraña un elemento de arbitrariedad (...). Las opciones
étnicas basadas en el criterio subjetivo de la ’raza’, por ejemplo, pueden ser
arbitrarias en el sentido de que son contrarias a la prohibición de la
discriminación por razones de raza, sexo, idioma o religión que se formula en el
párrafo 3 del Artículo 1 de la Carta y en instrumentos internacionales
posteriores 96". Así, la aplicación de criterios de esa índole podría ser
impugnada sobre la base de normas fundamentales de derechos humanos. La
comunidad internacional ha manifestado recientemente en varias ocasiones su
preocupación respecto de esa práctica y ha procurado en los foros multilaterales
competentes que los Estados de que se trate adopten medidas que sean plenamente
compatibles con el derecho internacional contemporáneo. Como destaca el mismo
autor, "el objetivo primordial del derecho de la sucesión de Estados consiste en
velar por la estabilidad social y política en un momento en que la transferencia
de poderes soberanos propicia la inestabilidad. La estabilidad en este caso
puede significar el rechazo de [diversos criterios] incompatibles con
consideraciones humanitarias 97".

V. TIPOLOGÍA DE LA SUCESIÓN

90. El Relator Especial sostiene, en contraposición a la opinión de que "las
categorías del derecho de la sucesión de Estados no han de servir de ayuda 98",
que el estudio que ha de preparar la Comisión debe tener en cuenta en forma
separada los problemas de nacionalidad que surgen en el contexto de distintas
formas de cambio territorial. El análisis individual de los distintos casos

96 Donner, op. cit ., págs. 262 a 269.

97 Ibíd., pág. 262.

98 Brownlie, op. cit ., pág. 661.
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revelará si procede sostener que "la mayoría de los principios a que se hace
referencia en relación con la sucesión universal son aplicables, mutatis
mutandi , a los efectos de la sucesión parcial sobre la nacionalidad 99".

91. La Comisión, en el marco de sus trabajos relativos a la sucesión de Estados
en materia de tratados, "llegó a la conclusión de que para codificar el derecho
moderno de la sucesión de Estados en materia de tratados bastaba agrupar los
casos de sucesión de esa índole en tres categorías principales: a) sucesión
respecto de una parte de territorio; b) Estados de reciente independencia y
c) unificación y separación de Estados 100". La Conferencia Diplomática mantuvo
esta tipología, que está incorporada en la Convención de Viena de 1978 sobre la
sucesión de Estados en materia de tratados.

92. A los efectos del proyecto sobre sucesión de Estados en lo que respecta a
materias distintas de los tratados, la Comisión consideró que, habida cuenta de
las características y los requisitos propios del tema, especialmente en lo
tocante a la sucesión en los bienes de Estados, era necesario precisar más esta
tipología de la sucesión. En consecuencia, en cuanto a la sucesión respecto de

99 Véase Paul Weiss, Nationality and Statelessness in International Law ,
segunda edición (Germantown, Maryland, Sijthoff-Noordhoff, 1979), págs. 144 y
145. Sin embargo, el autor subordina esa afirmación a dos salvedades: "a) en
los casos de sucesión parcial, con mayor frecuencia las cuestiones de
nacionalidad quedarán reguladas en virtud de tratados; y b) habida cuenta de que
el Estado predecesor sigue existiendo, hay dos nacionalidades, la del Estado
predecesor y la del sucesor. De esta manera, no sólo se plantea la cuestión de
la adquisición de la nacionalidad nueva, sino también la de la pérdida de la
nacionalidad anterior". Ibíd.

100 Anuario ... 1974 , vol. II (primera parte), pág. 172, documento
A/9610/Rev. 1, párr. 71. En el proyecto provisional de 1972 (véase Anuario ...
1972 , vol. II, págs. 249 y siguientes, documento A/8710/Rev.1, cap. II,
secc. C), se prevén cuatro tipos distintos de sucesión de Estados: a)
transferencia de una parte de territorio; b) caso de los Estados de reciente
independencia; c) unificación de Estados y disolución de uniones; y d) secesión
o separación de una o más partes de uno o varios Estados; sin embargo, en su
26º período de sesiones (1974), la Comisión, en el curso de la segunda lectura
del proyecto de artículo sobre sucesión de Estados en materia de tratados,
introdujo algunas modificaciones que, por una parte, precisaron y desarrollaron
el primer tipo de sucesión y, por la otra, combinaron en uno solo los dos
últimos tipos. En primer lugar, el caso de "transferencia de una parte de
territorio" pasó a ser denominado "sucesión respecto de una parte de
territorio". Bajo este título, la Comisión incluyó el caso en que un
"territorio que no forme parte del territorio de un Estado, de cuyas relaciones
internacionales sea responsable ese Estado, pase a ser parte del territorio de
otro Estado" (véase Anuario ... 1974 , vol. II, primera parte), pág. 214,
documento A/9610/Rev.1, cap. II, secc. D, art. 14). Con esta formulación, la
Comisión se proponía tener en cuenta el caso de un territorio no autónomo que se
descolonizara mediante la integración a un Estado distinto del Estado colonial.
A los fines de la sucesión de Estados en materia de tratados, estos casos están
asimilados al primer tipo de sucesión, la "sucesión respecto de una parte de
territorio". Además, la Comisión agrupó los dos últimos tipos de sucesión de
Estados en un solo epígrafe titulado "Unificación y separación de Estados".
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una parte de territorio, la Comisión decidió que había que distinguir y
reglamentar separadamente en el proyecto los tres casos siguientes: a) el caso
en que un Estado transfería a otro una parte de su territorio; b) el caso en que
un territorio dependiente pasa a formar parte del territorio de otro distinto de
aquél que era responsable por sus relaciones internacionales, esto es, el caso
de un territorio no autónomo que se descoloniza mediante la integración a un
Estado distinto del colonial; c) el caso en que una parte del territorio de un
Estado se separa de éste para unirse a otro Estado. Igualmente, en lo que
respecta a la unificación y separación de Estados, la Comisión determinó que
había que distinguir además entre "la separación de una o más partes del
territorio de un Estado" y la "disolución de un Estado 101". Esta tipología fue
aprobada por la Conferencia Diplomática y constituye la base de la Convención de
Viena de 1983 sobre la sucesión de Estados en materia de bienes, archivos y
deudas de Estado.

93. A juicio del Relator Especial, en el estudio actual de la sucesión de
Estados y sus efectos sobre la nacionalidad de las personas naturales y
jurídicas, habría que mantener la tipología aprobada por la Comisión para la
codificación del derecho de la sucesión de Estados en lo que respecta a materias
distintas de los tratados y no a la aprobada por la Comisión en el curso del
examen de la sucesión de Estados en materia de tratados. La razón es muy
sencilla: en el examen del tema de que nos ocupamos, la cuestión de la
continuidad o discontinuidad de la personalidad internacional del Estado
predecesor en los casos de secesión o disolución de Estados tiene consecuencias
directas en materia de nacionalidad. Los problemas que se plantean en el primer
caso son, por su naturaleza, considerablemente distintos de los que se plantean
en el segundo. Habrá además que introducir un ajuste suplementario en la
tipología preparada por la Comisión; respecto de los casos de unificación de
Estados, habrá que establecer una distinción entre la situación en que un Estado
se une libremente a otro, con lo cual desaparece como sujeto de derecho
internacional mientras el otro Estado sigue existiendo como tal (hipótesis de la
"absorción"), y la situación en que los dos Estados predecesores se unen para
formar un nuevo sujeto de derecho internacional y, como consecuencia, los dos
desaparecen en calidad de Estados soberanos.

94. Habida cuenta de las necesidades de la comunidad internacional en estos
momentos y del hecho de que el proceso de descolonización está ya acabado, la
Comisión podría limitarse a estudiar los problemas de nacionalidad que han
surgido en el curso de ese proceso en la medida en que su estudio pueda
contribuir a aclarar problemas de nacionalidad comunes a los cambios
territoriales de toda índole.

95. Al igual que ocurre con los trabajos anteriores de la Comisión relativos al
problema de la sucesión de Estados, el presente estudio de los efectos de la
sucesión de Estados sobre la nacionalidad de las personas naturales y jurídicas
debería circunscribirse también "únicamente a los efectos de una sucesión de
Estados que se produzca de conformidad con el derecho internacional y, en
particular, con los principios de derecho internacional incorporados en la

101 Anuario ... 1981 , vol. II (segunda parte), párr. 75.
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Carta de las Naciones Unidas" 102. Como se aclara en el comentario sobre el
artículo 6 del proyecto de artículos sobre la sucesión de Estados en materia de
tratados, la Comisión, "cuando prepara un proyecto de artículos para codificar
las normas del derecho internacional relativo a situaciones normales, da por
supuesto naturalmente que tales [proyectos] han de aplicarse a hechos que
ocurra n y a situaciones que existan en conformidad con el derecho
internacional ... Sólo cuando alguna cuestión que no esté en conformidad con el
derecho internacional requiere un régimen o una mención específicos, la Comisión
se ocupa de hechos o de situaciones que no son compatibles con el derecho
internacional" 103. En consecuencia, el presente estudio no debería versar
sobre los problemas de nacionalidad que podrían plantearse, por ejemplo, a raíz
de la anexión del territorio de un Estado por la fuerza.

VI. ÁMBITO DEL PROBLEMA QUE SE EXAMINA

96. A fin de delimitar el marco preciso del estudio preliminar, convendría
definir el ámbito del problema que se examina ratione personae , ratione materiae
y ratione temporis .

A. Ámbito del problema ratione personae

97. El primer problema consiste en definir las categorías de personas cuya
nacionalidad se presume en juego como consecuencia de la sucesión de Estados.
Según una opinión ampliamente compartida, "no está claro en absoluto qué
categorías de personas pueden verse afectadas en su nacionalidad por un cambio
de soberanía" 104. Esta incertidumbre se debe en gran medida a que muchos
tratadistas intentan responder a la cuestión en abstracto, como si existiera una
respuesta única y simple aplicable a todas las clases de cambios territoriales.

98. Por "personas cuya nacionalidad puede estar en juego" debe entenderse todas
las que podrían perder la nacionalidad del Estado predecesor, así como a los que
podrían adquirir la del Estado sucesor. Es evidente que ambas categorías de
personas no tienen por qué coincidir.

99. Es fácil determinar la categoría de personas a las que afecta la pérdida de
la nacionalidad del Estado predecesor en el caso de sucesiones totales de
Estados, en que el Estado o Estados predecesores desaparecen a causa del cambio
de soberanía: en ese caso, todos los individuos que poseen la nacionalidad del
Estado predecesor la pierden como consecuencia automática de la desaparición
de él. Resulta muy complicado, en cambio, determinar la categoría de personas
que pueden perder la nacionalidad del Estado predecesor en el caso de las

102 Véanse el artículo 6 de la Convención de Viena sobre la Sucesión de
Estados en materia de Tratados y el artículo 3 de la Convención de Viena sobre
la Sucesión de Estados en materia de Bienes, Archivos y Deudas de Estado.

103 Documentos Oficiales de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la
Sucesión de Estados en materia de Tratados , Viena, 4 de abri l a 6 de mayo
de 1977, vol. III (A/CONF.80/4), págs. 13 y 14.

104 O’Connell (1956), op. cit ., pág. 245.
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sucesiones parciales de Estados, en que el Estado predecesor sobrevive al
cambio. En este caso, es preciso distinguir tres grupos de poseedores de la
nacionalidad del Estado predecesor: los nacidos en el territorio en que tiene
lugar el cambio de soberanía y que residen en él en la fecha del cambio, los
nacidos en otra parte pero que residen temporal o permanentemente en ese
territorio y los nacidos en él pero que se hallaban ausentes de él, con carácter
temporal o permanente, en la fecha en que se produjo el cambio. Dentro de la
última categoría, hay que distinguir entre quienes residían en el territorio que
sigue siendo parte del Estado predecesor y quienes residían en un tercer Estado.

100. No resulta menos difícil delimitar las categorías de personas que pueden
adquirir la nacionalidad del Estado sucesor. En el caso de una sucesión total
de Estados, como la producida por la asimilación de un Estado a otro o por la
unificación de Estados, en que el Estado o Estados predecesores cesan de
existir, todos los nacionales del Estado o Estados predecesores pueden aspirar a
adquirir la nacionalidad del Estado sucesor. Sin embargo, entre los habitantes
del territorio donde se produce una sucesión de Estados se cuentan, además, los
apátridas que residían en él en la fecha de la sucesión. Mientras que "las
personas que residían habitualmente en el territorio asimilado y eran nacionales
de [terceros] Estados, sin serlo del Estado predecesor, no pueden adquirir la
nacionalidad del Estado sucesor, los apátridas que residían en él se hallan en
la misma situación que los nacionales nacidos en el Estado predecesor. Todo
Estado tiene el derecho de naturalizar a los apátridas que residen en su
territorio" 105.

101. En el caso de la disolución de un Estado, al que se aplica por igual la
doctrina anterior, la situación se complica más debido a la aparición de dos o
más Estados sucesores, con lo cual hay que definir por separado las categorías
de personas que pueden adquirir la nacionalidad de cada Estado sucesor.
Es evidente que las categorías que puedan adquirir la nacionalidad de los
diversos Estados sucesores se superpondrán.

102. Dificultades similares se presentarán al delimitar las categorías de
personas que puedan adquirir la nacionalidad del Estado sucesor en el caso de
secesión o de cesión de una o varias partes del territorio.

B. Ámbito del problema ratione materiae

103. Ratione materiae , el estudio preliminar debería versar sobre los problemas
de la pérdida de la nacionalidad del Estado predecesor y de la adquisición de la
del Estado sucesor, así como de los conflictos de nacionalidad que pudieran
derivarse de una sucesión de Estados, a saber, la apatridia (conflicto negativo)
y la doble o múltiple nacionalidad (conflicto positivo). Los problemas de la
apatridia o de la doble nacionalidad pueden presentarse tanto en la relación
entre el Estado predecesor y el Estado sucesor como en las relaciones entre dos
o más Estados sucesores. Por último, también debería tratarse en el estudio
preliminar la cuestión de la elección de la nacionalidad.

105 Ibíd., págs. 257 y 258.

/...



A/CN.4/467
Español
Página 38

1. Pérdida de la nacionalidad

104. El estudio debería tener por objeto aclarar en qué medida la pérdida de la
nacionalidad del Estado predecesor se produce automáticamente, como consecuencia
lógica de la sucesión de Estados, y en qué medida obliga el derecho
internacional al Estado predecesor a retirar su nacionalidad a los habitantes
del territorio o, por el contrario, lo limita en su poder discrecional de
retirar su nacionalidad a determinadas categorías de personas que pueden cambiar
de nacionalidad.

2. Adquisición de la nacionalidad

105. El estudio debería resolver la interrogante de si, por una parte, el Estado
sucesor está obligado a conferir su nacionalidad a la población del territorio
en que ha tenido lugar el cambio de soberanía y, por la otra, de si el derecho
internacional impone límites (que deben definirse con precisión) al poder
discrecional del Estado sucesor en lo que respecta a la naturalización colectiva
de la población.

3. Conflictos de nacionalidad

106. Las respuestas que se dé en el estudio a las interrogantes antes
mencionadas permitirían evaluar la medida en que el derecho internacional
contemporáneo previene los conflictos de nacionalidad, tanto positivos
(nacionalidad doble o múltiple) como negativos (apatridia). La Comisión podría
preguntarse también si los Estados interesados (el predecesor y el sucesor o los
sucesores) están obligados a negociar y resolver de mutuo acuerdo los problemas
de nacionalidad con miras a prevenir los conflictos en la materia y, en
particular, la apatridia.

4. El derecho de opción

107. La función que cabe al derecho de opción en la solución de los problemas
relativos a la nacionalidad en casos de sucesión de Estados guarda estrecha
relación con la que el derecho internacional atribuye en este contexto a la
voluntad del individuo. La conclusión de que el Estado sucesor tiene derecho a
extender su nacionalidad a las personas que puedan adquirirla en virtud del
cambio de soberanía, lo quieran o no, encuentra gran fundamento en la doctrina.
En todo caso, en gran número de tratados internacionales, algunos de los cuales
se han mencionado ya, se preveía el derecho de opción y, en casos excepcionales,
este derecho era conferido durante un período considerablemente prolongado, en
el cual sus titulares tenían una forma de doble nacionalidad 106.

106 Véase la Declaración de Evian (Argelia y Francia), de 19 de marzo
de 1962, United Nations Treaty Series , vol. 507, págs. 35 y 37.
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108. Según la mayoría de los autores, el derecho de opción sólo puede dimanar de
un tratado. Algunos, sin embargo, afirman la existencia de un derecho
independiente de opción como atributo del principio de libre determinación 107.

109. Recientemente, también la Comisión de Arbitraje de la Conferencia de la
Comunidad Económica sobre Yugoslavia se refirió también al derecho de opción y
recordó que, en virtud del derecho a la libre determinación:

"Toda persona puede optar por pertenecer a la comunidad étnica,
religiosa o lingüística que quiera.

A juicio de la Comisión de Arbitraje, una posible consecuencia de este
principio consistiría en que, en virtud de acuerdos entre las Repúblicas
correspondientes, se reconociera que la población serbia de Bosnia y
Herzegovina y de Croacia tendrían la nacionalidad por la que optaran, con
todos los derechos y obligaciones que ello entraña respecto de los
Estados." 108

110. Una de las cuestiones que habría que aclarar en el estudio preliminar es la
función que el derecho internacional contemporáneo atribuye a la elección de la
nacionalidad.

C. Ámbito del problema ratione temporis

111. Se observará en el título del tema que se examina que la Comisión ha de
estudiar la cuestión de la nacionalidad únicamente en relación con el fenómeno
de la sucesión de Estados. Quedarían, pues, excluidas del ámbito del estudio
las cuestiones relativas a los cambios de nacionalidad acaecidos anteriormente o
como consecuencia de sucesos o actos anteriores a la fecha de la sucesión de
Estados. Por una cuestión de lógica se podría haber excluido también del ámbito
del estudio las cuestiones relativas a la adquisició n o a la pérdida de la
nacionalidad después de la fecha de la sucesión de Estados. Sin embargo, no hay
que olvidar que, en la mayoría de los casos, los Estados sucesores adoptan sus
leyes de nacionalidad con cierto retraso y, durante el período que media entre
la fecha de la sucesión de Estados y la fecha de promulgación de la ley de
nacionalidad, la vida no se detiene, hay nacimientos, matrimonios, etc. y bien
pueden plantearse problemas relativos a la nacionalidad que, por más que no sean
resultado directo de un cambio de soberanía como tal, merecen de todas maneras
la atención de la Comisión.

107 Véase Joseph L. Kunz, "L’option de nationalité", Recueil des cours de
l’Académie de droit international de La Haye , vol. 31 (1930-I), págs. 109 a 172;
"Nationality and Option Clauses in the Italian Peace Treaty of 1947", American
Journal of International Law , vol. 41 (1947), págs. 622 a 631.

108 Opinión No. 2, loc. cit ., pág. 1498, y comentarios de Pellet,
loc. cit .
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VII. CONTINUIDAD DE LA NACIONALIDAD

112. El principio de la continuidad de la nacionalidad forma parte del régimen
de protección diplomática 109. Según este principio, es necesario que, desde el
momento en que se causa el daño hasta aquel en que se dicta el fallo, la persona
de la nacionalidad del Estado que presente la reclamación la haya tenido
continuamente y sin interrupción. Básicamente, el principio apunta a que una
persona no pueda cambiar de nacionalidad para que lo proteja un Estado
poderoso 110.

113. Ni en la práctica ni en la doctrina se encuentra una respuesta clara a la
pregunta de si esta norma es aplicable en caso de cambio involuntario
sobrevenido como consecuencia de una sucesión de Estados. Existen buenas
razones para creer que, en el caso de la sucesión de Estados, este principio
puede modificarse por que, como manifestó el Presidente Verzijl en el asunto
Nájera, "en el caso de un cambio colectivo de nacionalidad en virtud de una
sucesión de Estados, hay que enfocar la situación jurídica en forma mucho menos
rígida que la que constituye en general la práctica arbitral en las hipótesis
normales de cambio individual de nacionalidad por voluntad del interesado" 111.

114. Habida cuenta de que el problema de la continuidad de la nacionalidad está
estrechamente vinculado con el derecho de la protección diplomática, se plantea
la cuestión de saber si procede incluirlo en el ámbito del presente estudio.
El tema del derecho de protección diplomática no parece estar incluido en el
programa de la Comisión para el futuro cercano, por lo cual no hay riesgo de
duplicación. En estas condiciones, bien cabría analizar el problema de la
continuidad de la nacionalidad en el marco del estudio preliminar que la
Asamblea General ha solicitado de la Comisión.

-----

109 Véase caso Barcelona Traction (segunda etapa), ICJ Reports, 1970 ;
asunto Panevezys-Saldutiskis Railway (1939), PCIJ Series A/B, No. 76 . Véase
también Annuaire de l’Institut de droit international , vol. 36 (1931-II),
págs. 201 a 212, vol. 37 (1932), págs. 479 a 529 y vol. 51 (1965-II), págs. 260
a 261. Véase asimismo Eric Wyler, La règle dite de la continuité de la
nationalité dans le contentieux international (París, Presses Universitaires,
1990), págs . 9 a 15.

110 Véase, por ejemplo, Brownlie, op. cit ., pág. 481.

111 Véase el asunto Pablo Nájera , Comisión Franco-Mexicana de
Reclamaciones, Reports of International Arbitral Awards , vol. V, pág. 488.


